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SUMARIO. 



La orden de embargo dictada por un tribunal americano sobre valores 
mexicanos, suscita dos importantes cuestiones que son materia del presente 
estudio. * 

La jurisdicción que ejercen los tribunales es una emanación del poder 
so(^ial Y por consiguiente un atributo de la soberanía nacional. 

¿Pueden los tribunales de un país ejercer jurisdicción sobre un soberano 

extranjero? 

Estados autócratas y gobiernos constitucionales. 
La teoría netamente jurídica, distingue: 

I. Cuando el jefe del Estado contrata por asuntos meramente privados. 

II. Cuando el Estado es. quien contrata ó se obliga. 

En el primer caso el soberano está sometido como cualquier particular á 
la jurisdicción común, nacional ó extranjera. 

Doctrina de Hilliger, de Calvo y de Gand. 

Deiíhanda contra Isabel de Borbón, reina de España. 

Jurisprudencia de las Cortes de los Países Bajos. 

Reclamación contra el rey de Prusia. 

Con respecto al segundo caso, cuando el Estado és quien se obliga, la ju- 
risprudencia es unánime; pero no así las doctrinas de los publicistas. 

Doctrina de Laurent, Demangeat y Ch.Royer. 

Distinción entre los actos que el Estado ejecuta ejerciendo verdadera so- 
beranía y aquellos en que obra como persona civil. 

Importancia de esa distinción. Ella es rigurosamente científica cuando 
se trata de fijar la esfera de acción de los tribunales, dentro del Estado; pe- 
ro es inaceptable en los conflictos jurisdiccionales de nación á nación. 

El Estado como persona civil, no existe á los . ojos de los demás Estados 
pues en esa calidad es una creación del derecho interno. 

La jurisdicción, como emanación del poder soberano, no puede exten- 
derse más allá de donde este poder es ejercido. 

Las reclamaciones que pueden surgir contra un gobierno extraño deben 
íier tratadas por la vía diplomática. 

Los créditos públicos no son asimilables á los créditos de particular, á 
particular. 

Casos de sumisión. Cuestiones que versan sobre inmuebles sitos en el 
extranjero. 

Caso del rey de España. 

Id. del gobierno colombiano, contra la casa Rothschild de Londres. 

Id. del gobierno de Pox*tugal, contra la misma casa. 
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Doctrinas de Blakstone, FíSfeiix, bemolombe y otros autores. 

Id. de Ch.Royer, Story y Hamilton. 

Jurisprudencia inglesa: reclamación del duque de Brunsswick, contra 
Ernesto Augusto, duque de Cumberland. Otras demandas contra la reina de 
Portugal y la de España. > ' \.. 

Jurisprudencia francesa: reclamación de Balguerie y Comp, contra el 
gobierno e8pañol=Blanchet, contra la república del Haiti=:Temeaux-gan- 
pólphe'y Comp. contra la mi$ma república=Otra reclamación de JBalgueríe 
y Comp. contra el gobierno «spañol.=Solón contra Mehemet-Alí, virrey dé 
Egipto=Sra. Masset contra el emperador de Rusia==Lemaitre, contra los he* 
rederos dé Maximiliano de H^sburgo. 

Historia de los bonos Wóodhouse. Nulidad del contrato que con éste ce- 
lebró' el general Carbajal. 

Esos bonos no constituyen un crédito contra el Erario, ni pueden afee» 
tar la responsabilidad del gobierno mexicano. 

La comisión mixta reunida en Washington no los reconoció como legí- 
timos. 

No se presentó ese crédito á la Comisión liqúidataria, creada por la 
ley de 6 de Septiembre de 1894. 

Si insostenible es ante el derecho intemísuiional la declaración de qiie 
pesa sobre el gobierno mexicano la obligación de ps^gar aquellos boi^ds; ma- 
yor absurdo envuelve el auto de exequendOi dictado por el tribunal ameri- 
cano, sobre valores pertenecientes á México como nación soberana. 

La jurisdicción que ha conocido de un asunto está autorizada para lle- 
var á efecto su sentencia; pero este principio sólo se aplica en los asuntos 
de particular á particular. 
. Posición de quien contrata con un gobierno extranjero. 

Improcedencia de las vías de ejecución forzada, trat^dose de los mu^ 
nicipios, las provincias y. el Estado. 

. Doctrinas de los publicistas á este respecto. Leyes patrias sobré la ma- 
teria. Luminosa doctrina del jurisconsulto mexicano Don Ignacio L. Vallar- 
t^. El mismo Laurent, acepta el principio en toda su extensión. 
Conclusión 
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Señores: 

El Reglamento de esta ilustrada Sociedad facilita á 
sus socios para tratar en ella cuestiones que, no siendo 
propiamente de Estadística y Geografía, asuman alguna 
importancia en la esfera de los conocimientos humanos. 
Esto me hace esperar que no será considerado fuera de 
propósito, ni ajeno á los fines de esta Corporación, el 
asunto en que paso á ocuparme. 

* * 
A raíz de un telegrama depositado en Nueva York, 

y en el cual se aseguró que, á- pedimento de John G. 
Hassard, algún tribunal de aquel Estado había expedido 
mandamiento de embargo sobre valores pertenecientes 
al Gobierno de México, que se hallaban en poder de la 
casa J. P. Morgan y Compañía, la prensa, calificando, y 
€on razón, de verdaderamente sensacional aquel asunto, 
ha venido á promover una cuestión que, de por sí, revis- 
te grande interés científico, y que, á la vez, puede te- 
nerlo político; porque si bien es uñ hecho, según lo ha 
declarado el órgano oficial de nuestro Gobierno, que 
ningunos valores mexicanos existen en poder de los 
Sres. J. P. Morgan y Compañía, y que en el caso de que 
se trata ningún efecto podía producir la aludida orden 
de embargo, ni menos entorpecer en manera alguna la 
operación que con tanto acierto se ha llevado á térmi- 



no para la conversión de la Deuda Nacional'; pirede ser, 
repito, de interés público el tratar esa cuestión,, ya porque 
esto conduce á calificar la actitud del juez ó tribunal que 
tal orden libró, ya para que se conozcan los criterios que 
en casos análogos han de servir para juzgar de conducta 
semejante á la observada por el tribunal americano. Los 
puntos que se presentan al debate, reducidos á sus más 
sencillos términos, pueden expresarse así: ¿Tienen juris- 
dicción los tribunales de un país para avocarse el cono- 
cimiento de las cuestiones que surjan entre los subditos 
de ese país y el Gobierna de una nación extraña? ¿Pue- 
den esos mismos tribunales retener y embargar bienes de 
una nación soberana, para hacer efectivas obligaciones 
reales ó supuestas de la misma nación en favor de par- 
ticulares? Tales son, en concreto, las dos cuestiones que 
se han propuesto en estos días, cuestiones que, según en- 
tiendo, no se han llegado á dilucidar, y las cuales ameri- 
tan que esta respetable Sociedad me conceda, por unos 
breves momentos, su atención. 

Manifestaré, desde luego, que en tan grave y delicada 
asunto no puedo ni debo decir nada propio: no me precia 
ni me preciaré jamás, de poder llegar, con mis persona- 
les esfuerzos, ala solución de tan altas y tan transcendentales 
cuestiones. Mi trabajo, señores, será un trabajo de síntesis/ 
pues me propongo resumir lo que verdaderas eminencias y 
á.utoridades en la materia han pensado y han escrito sobre 
el particular, así como lo que l^espetables ejecutorias han 
consagrado, formando una jurisprudencia constante y res- 
petada por los usos internacionales. No hay para qué decir 
que las cuestiones propuestas caen bajo el dominio del dere- 
cho internacional, que, vosotros lo sabéis bien, tiene por ob- 
jeto arreglar las relaciones, y pói* ende las obligaciones y 
derechos, de los Estados soberanos entre sí. 



El atributo primero y principal de esas personas morar- 
les, que, como elementos ó individuos de la Etnarquía (> 
sociedad de las naciones, se hallan sometidas al derecho in- 
ternacional, es la soberanía, por la cual siempre han enten- 
dido los tratadistas "el poder supremo que rige un Estada 
cualquiera, sea monárquico, republicano ó mixto." Ese po- 
der, ejercido en el seno de la nación misma, dentro de su 
territorio y conforme á su derecho público constitucional, 
es lo que se llama soberanía interior. El propio poder, qu^ 
hace independiente á una sociedad de las demás sociedades 
políticas, manteniendo con ellas, en paz ó en guerra, rela- 
ciones internacionales, es lo que constituye la soberanía ex- 
terior y se rige por el derecho de gentes, llamado también 
derecho internacional ó derecho público externo, que 
admite dos grandes divisiones: el derecho de gentes natu- 
ral ó necesario y el derecho de gentes positivo, que se 
subdivíde en voluntario, convencional y consuetudinario, 
según que dimane de un consentimiento presunto, expreso 
ó tácito. 

Entre los derechos universalmente reconocidos por los 
publicistas á una nación, se halla el de su soberanía é in- 
dependencia de los Estados extranjeros: pero es bien sa- 
bido, como lo expresa un célebre comentador, que aun 
los principios más incontestables en sí mismos ofreceo- 
dificultades en su aplicación. Y esto es, cabalmente, lo 
que pasa con el que en estos momentos me ocupa. 

Nadie duda de que son condiciones esencialísimas del 
ser moral que llamamos nación, su independencia y sobera- 
nía, y nadie dudará tampoco de que la jurisdicción que 
ejercen los tribunales en un país, sea para castigar los 
delitos, sea para dirimir las contiendas civiles, es una. 
emanación del poder soberano, es un atributo de la so- 
beranía nacional. En un país sometido á un gobierno ab-^ 
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soluto ó autócrata, la persona del príncipe se identifico 
naturalmente con la del Estado. "El Estado soy yo:" de 
ahí ha venido, dice Wheaton, la costumbre de los publi- 
cistas, de servirse de los términos Estado y soberano y 
como de sinónimos. 

En los gobiernos constitucionales, y tal sucede entre 
nosotroa, la soberanía se ejerce por los tres poderes, le- 
gislativo, ejecutivo y judicial, los tres con atribuciones 
propias y exclusivas y todos independientes entre sí. Re- 
sulta de esto que si, en los Estados autócratas, la adminis- 
tración de justicia es ejercida en nombre del Rey ó del 
Jefe del Estado, cualquiera que sea su denominación, por- 
•^que él resume todos los poderes, es soberano en toda la 
^extensión de la palabra; en las monarquías constitucio- 
nales, en las repúblicas, y, en general, en donde está acep- 
tada la división de los poderes públicos, la justicia se ejer- 
ce en nombre de la nación, como una atribución, como 
xma consecuencia de su soberanía. 

Estos son principios aceptados umversalmente, y que 
si me he permitido recordarlos es tan sólo porque en 
ellos han de basarse mis posteriores consideraciones, co- 
mo se basan también en ellos las ejecutorias de los tri- 
bunales y las doctrinas de los publicistas que me propon- 
go traer á colación, al tratar de resolver las importantes 
cuestiones que dejo enunciadas. 

* 

Si ha de darse crédito á lo que los diarios más ca- 
"Tácterizados de los Estados Unidos han dicho acerca de la 
reclamación de John G. Hassard, entre aquellos «The New 
York Herald» y «The New York World.» el reclamante, 
después de haberse dirigido al Gobierno de México, sin ob- 
tener el pago de $3,075,000.00 es. procedentes de los bo- 



nos Woodhouse, entabló un pleito ante los tribunales nor- 
teamericanos, y, tras largos años de litigio, obtuvo una sen- 
tencia en su favor, sentencia que no había podido ejecu- 
tarse porque no hallaba, en territorio de los Estados Uni- 
dos, bienes pertenecientes al gobierno demandado. La ^ 
oportunidad se le presentó al saber que J. P. Morgan y 
Compañía tenían en su poder valores mexicanos, proce- 
dentes del empréstito últimamente realizado, y solicitó, 
y obtuvo, del tribunal americano, orden de arraigo so- 
bre aquellos valores, para cubrir la suerte principal é in- 
tereses que Hassard supone debérsele, y que, sejún él, as- 
cienden ya á más de $10.000,000. Ese arraigo no ha al- 
canzado éxito porque la casa J. P. Morgan y Compañía, 
no tenía en su poder los supradichos valores; pero, sea: 
de esto lo que fuere, desde el momento en que el tribu- 
nal de Nueva York se ha avocado el conocimiento de ese 
negocio, y más todavía, ha condenado, según se asegura, . 
al Gobierno de México, librando contra sus biene3 orden 
de embargo, hayase ó no verificado éste, surge con pal- 
pitante interés la siguiente cuestión jurídica: ¿puede un 
tribunal extranjero ejercer jurisdicción sobre una nación 
extraña? Del principio en que dí^scansa la independencia 
de los Estados; de la índole de estas entidades jurídicas,, 
y de la naturaleza de la soberanía, que constituye, como 
hemos visto, uno de sus principales atributos, se des- 
prende que, en términos generales, una respuesta nega- 
tiva debe darse á tal pregunta, porque si toda nación es 
independiente de cualquiera otra, si sus relaciones con 
los demás cuerpos políticos son de igual á igual, si no 
existe causa jurídica de subordinación, se impone, por 
manera imperiosa, el apotegma que dice: Par inparem 
non habet potestatem, reconocido universalmente en las 
relaciones de nación á nación. 
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Pero tratándose, como se trata, de asunto tan serio, 

DO debo limitarme á contestación tan genérica: la com- 

^plexidad de la cuestión reclama un examen detenido, y 

me propongo hacerlo, considerándola en las diferentes 

iíases que puede presentar. 

Y supuesto que se trata de obligaciones que se dicen 
^contraídas por el soberano de una nación ó por su go- 
bierno, estimo que no será fuera de propósito desarro- 
llar, á la luz del derecho internacional, la teoría jurídica 
con respecto á estos dos casos. 

I. Cuando el Jefe del Estado contrata por asuntos 
.meramente privados. 

n. Cuando el Estado es quien contrata ó se obliga.' 

En el antiguo régimen, bajo el cual el monarca ab- 
^ sorbía todos los poderes, cuanto se refería al rey tom'aba 
«un carácter público. La persona privada y el soberano se 
confundían de tal modo, que no había distinción posible. 
El rey era el Estado y todo lo que concernía al rey se re- 
fería también al Estado. «En la teoría de Luis XIV, — di- 
ce Laurent — al rey era propietario no sólo del reino, si- 
no también de todos los bienes de los particulares: en 
consecuencia, el dominio del príncipe era inseparable del 
dominio del Estado, el propietario universal no podía ser 
propietario particular» Era esta una monstruosa confu- 
sión del derecho público y el derecho civil, confusión que 
hacía imposible toda doctrina jurídica. 

En tal orden de cosas, la persona del rey era sagra- 
da é inviolable, se la consideraba libre de toda jurisdic- 
ción civil y criminal, nacional ó extranjera; pero el Siglo 
de Luis XiV no es el Siglo XIX, y hoy; no sería posible 
aplicar, en nuestros Estados constitucionales, las máxi- 
mas que concentran la nación toda en la persona del 
príncipe. 
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El dereclio m0aern0 distingae los actos que el Jefe 
úe la nación ejecuta como persona, privada, y aquellos 
que ejecuta con su carácter oficial. Si lo hace como par- 
ticular, por intereses meramente privados, extraños en 
un todo al Gobierno ó á los intereses del Estado que ad- 
ministra, queda sujeto al derecho común, y, como cual- 
quier ciudadano, tiene que contestar ante los tribunales. 
Tal es la teoría que Hilligir expresa en los siguientes tér- 
minos: «Aunque una persona sea de dignidad muy ele- 
vada, está sometida, en lo que concierne á los bienes que 
posee, á la jurisdicción de su inferior: á este respecto se 
consideran los reyes mismos como vasallos.» 

Idéntica doctrina asienta Calvo en su tratado de de- 
recho internacional. «Los tribunales franceses, — dice- 
son competentes para conocer de una acción dirigida 
contra un soberano que ha obrado á título de persona 
privada,^ (Droit. intern., Tom. I. párrafo 54?0.) 

Gand, en su «Code des étrangers,» página 6 y siguien- 
tes, números 13 al 16, sustenta la misma doctrina, pues 
dice que debe distinguirse entre los actos que ejecuta un 
príncipe como particular, y los que ejecuta como sobera- 
no: los primeros se rigen por el derecho común, y, por 
consiguiente, están sometidos á la jurisdicción de los tri- 
bunales extranjeros; los otros no están sometidos á la ju- 
risdicción de los tribunales ni aun á los nacionales. » 

Bien conocido es, á este respecto, el caso de la reina 
de España, Isabel de Borbón, quien, habiendo comprado 
alhajas, no por cuenta del tesoro español, sino por su pro- 
pia cuenta, los hermanos Balerío, vendedores, la demanda- 
ron por falta de pago ante el tribunal del Sena. La reina 
no negó haber recibido las mercancías, pero opuso la ex- 
cepción de incompetencia, fundándola en su carácter de 
soberana. El tribunal, tomanao en consideración que no 
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había duda sobre la naturaleza del crédito, pues k reina, 
había contratado, no como soberana, sino como particu- 
lar, y las alhajas no habían sido compradas para un desti- 
no público sino para regalarlas á su hija como presente 
de bodas, desechó aquella defensa, concluyendo que la 
cuestión debía ser resuelta, no por los principios del de- 
recho de gentes, pues no se trataba de un acto del gobier- 
no ó del soberano, sino por el derecho civil francés, que 

daba competencia á los tribunales comunes. 

La misma jurisprudencia habían observado ya anLcs 

las Cortes de los Países Bajos. «Los Estados g^ 

dice Laurent, lo declararon así el año de IfiJH 

No habiendo podido el Elector de Brandeburgo satisfa- 
cer un crédito y llevada ante aquéllos la correspondien- 
te demanda, le permitieron al acreedor embargar bienes 
que el Elector poseía en la jurisdicción de los Consejos de 
Brabante y de Flandes. Así también, en 1689, un acree- 
dor del Duque de Mecklemburgo, hizo embargar, por orden 
de la Corte, bienes que tenía en Holanda, por lo cual el 
duque se quejó á los Estados generales como de una in- 
fracción al derecho de gentes; pero no se levantó el em- 
bargo. No hace sino pocos años, dice Binkerhoek, que el 
rey de Prusia fué llamado en justicia, por orden de la Cor- 
te soberana, á virtud, también, de asuntos privados. 

Sobre este punto, puede afirmarse que las opinio- 
nes de los tratadistas son unánimes y los usos de las na- 
ciones están de acuerdo en admitir, como máxima del 
derecho internacional , que el Jefe de un Estado tiene obli- 
gación de contestar ante los tribunales de su país ó ex- 
tranjeros, por obligaciones contraídas como particular y 
como propietario de bienes muebles ó inmuebles. Máxi- 
ma muy conforme con la justicia, que, como base del or- 
deu social, no debe tener fronteras, ni suspender su ac- 
ción tan sólo porque se trata de un soberano. 
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Pero si este es axioma incontestable, tratándose de- 
actos ó contratos en los cuales el Jefe del Estado inter- 
viene como persona privada, otras son las reglas que se 
observan y están admitidas por las costumbres interna- 
cionales cuando se trata de los actos del soberano, como 
soberano, ó, mejor dicho, del Estado; pues ahora ya no es 
aquél quien figura en los contratos, sino el gobierno, sien- 
do de notarse que existen formas especiales que distin- 
guen perfectamente el acto gubernamental ó administra- 
tivo, del acto particular ó meramente privado del gober- 
lumle, y que, por lo tanto, no puede suscitarse duda res- 
pecto de los casos en que, por no discutirse actos del po- 
der social, sino del* ciudadano, está expedita la jurisdic- 
ción de los tribunales comunes, nacionales ó extranjeros, 
para conocer, respectivamente, de las causas en que, sin 
carácter oficial, interviene, sea como actor, sea como de- 
mandado. 

* 

Dicho esto, creo que ya debo tratar del s^undo casa 
que me he propuesto, á saber: cuando no la persona del 
soberano, como particular, sino el Estado mismo, su go- 
bierno, es quien contrata ó se obliga. 

La jurisprudencia, á este respecto, ha sido unifor- 
me; pero no así la doctrina, pues los publicistas se han di- 
vidido, sustentando, aunque pocos, una opinión diversa, 
de la sancionada por las ejecutorias de los tribunales. 
Estos, en términos absolutos, han decidido, y sus decisio- 
nes forman ya un cuerpo demasiado respetable para cons- 
tituir verdadera jurisprudencia, que cuantas veces se po- 
ne en acción el gobierno de un Estado soberano, sea eje- 
cutando actos administrativos, sea contratando ú obli- 
gándose de cual quíer manera, otras tantas debe conside- 
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rarse inmune de la jurisdicción extranjera. El hecho só- 
lo de ser quien obra el poder público de una nación so- 
berana, y en esto, vuelvo á decir, la jurisprudencia es 
unánime, basta para poner sus actos fuera de la órbita 
del poder judicial extranjero. 

Pero, éntrelos tratadistas de derecho internacional, ha 
surgido, de algún tiempo á esta parte, una teoría que dis- 
tingue entre los actos que el Estado ejecuta, ejerciendo 
verdadera soberanía, y aquellos en que interviene como 
persona civil, sea contratando, sea demandando ó defen- 
diéndose. 

Respecto de los primeros, los que tal doctrina sostie- 
nen están de acuerdo, con las decisiones judiciales, en 
proclamar el principio de inmunidad ó exención de toda 
jurisprudencia extraña; no así en cuanto á los segundos, 
pues afirman que, deSde el momento en que el gobierno 
obra como persona civil ^ abdica, hasta cierto punto, su 
soberanía, se coloca en la misma línea en que se halla co- 
locado cualquier particular, y por ende, el principio de 
igualdad por una parte, y por la otra la naturaleza mis- 
ma de los actos que ejecuta, le imponen el precepto de 
someterse á la jurisdicción de los tribunales. 

En este caso, dicen, no juzga el poder judicial al so- 
berano, sino que juzga de la controversia suscitada entre 
dos particulares, pues el Estado, al contratar y obligarse, 
no es sino un particular, que con esa calidad y con ese 
carácter contrata. 

Como la doctrina á que aludo no es una doctrina 
aislada, sino que se presenta rodeada de cierto prestigio, 
pues para dárselo han bastado los solos nombres de Lau- 
rent y Demangeat, que figuran á la vanguardia, séame 
permitido que dedique algo más que brevísimos momen- 
tos á su examen, y, para que no se me tache de falsear 
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* 

los conceptos, ó de presentar por el flanco más débil los 
argumentos, me tomo la licencia de transcribir las pala- 
bras textuales del primero de aquellos eminentes trata- 
tadistas. 

El gran jurisconsulto belga se propone la siguiente 
cuestión: ¿El Estado, ó el gobierno que contrata, está so- 
metido á la jurisdicción de los tribunales, sean nacionales, 
sean extranjeros? (1) tPoco importa — dice — dónde se 
haya contraído la obligación; de ordinario lo será en el 
país donde reside el gobierno, en el territorio del Estado 
contratante; puede también celebrarse el contrato en el 
extranjero; esto será importante para determinar la com- 
petencia, pero es indiferente por lo que mira al privilegio 
déla inmunidad.» 

tLa cuestión presenta grandes dificultades. La doc- 
trina y la jurisprudencia francesas se pronuncian, en ge- 
neral, por la inmunidad. En mi concepto, no puede ha- 
ber cuestión de inmunidad: el Estado que contrata queda 
bajo el imperio del derecho común. Esta opinión está 
en oposición con la jurisprudencia, y casi todos los auto- 
res la rechazan. Me veo, por esto, obligado á extender- 
me más de lo que acostumbro. ... Yo he supuesto un 
contrato y los derechos que nacen de las convenciones 
son derechos civiles, de manera que no hay duda sobre 
la competencia; y aun cuando los tribunales ordinarios 
fuesen incompetentes, por razón de la naturaleza de los 
derechos que son objeto de la controversia, esto no sería 
una inmunidad propiamente dicha. La inmunidad care- 
ce de sentido en nuestro orden constitucional. El privi- 
legio que antiguamente se reconocía á los príncipes en 
los países extranjeros, en su calidad de soberanos, supo- 



(1) Laurent, «Droit Civil International» Tom. III, núm. 58 y siguientes. 
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ne que ellos son los órganos de la justicia; y, como tales, 
se hallan sobre la justicia. Esta era una máxima del an- 
tiguo régimen monárquico. Hoy la justicia no está en. 
manos del rey; el poder judicial dimana de la nación, la 
mismo que el poder real.> En cierto modo, el poder ju- 
dicial domina al poder ejecutivo: «Las Cortes y los Tribu- 
nales—dice la Constitución beíga — no aplicarán las reso- 
luciones y reglamentos generales, provinciales y locales,, 
sino en tanto que sean conformes á las leyes.» 

En este orden de ideas, el Estado no podía quedar 
exenU ' . ., • i.ccióu de los tribunales, coiro sobera- 
no. i'^1 re\ lio es ya soberano; es en la nación en quien 
reside-la soberanía; el rey es jefe del poder ejecutivo, y lo 
ejerce por la intermediación de sus ministros: esto es lo 
que se llama Estado ó Gobierno. En este sentido, él Es- 
tado es uno de los grandes poderes, y, cuando obra co- 
mo tal, es independiente del poder judicial, salvo el dere- 
cho que los tribunales tienen de examinar si los actos del 
gobierno son legales, y el deber que también tienen de 
no aplicarlos si son ilegales. El Estado puede aún obrar 
con otra calidad: como persona civil. Con este título es 
propietario, puede estipular y prometer, y llegar á ser, por 
consiguiente, acreedor y deudor. Si los actos que él eje- 
cuta como persona civil dan lugar á una controversia, es. 
evidente que el proceso será llevado ante los trihunales; 
todos los días el Estado intenta acciones judiciales, ó res- 
ponde á ellas. Nadie piensa en ver en esta sumisión del 
Estado á los tribunales una diminución del poder sobera- 
no; bajo el antiguo régimen, podría decirse esto porque 
los príncipes concentraban en su persona la plenitud de 
la soberanía; en nuestro orden político, la objeción no 
tendría sentido. La justicia domina todo, porque no ha- 
bría sociedad si la justicia no reinara; deben, pues, los; 
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particulares tener acción contra el Estado, como el Es- 
atado tiene acción contra los particulares » 

€ En mi opinión, la competencia de los tribunales de- 
pende, no de la calidad de las personas, sino de la natu- 
raleza del hecho jurídico. Si en razón del hecho discuti- 
do los tribunales son competentes, deben serlo en todas 
partes, así en el extranjero como en Bélgica, porque no 
hay sino una justicia. .El gobierno que hace compras obra 
como persona civil, estipula y promete; desde este punto de 
vista, sus actos son los de un particular, y por consiguien- 
te, de la competencia de los tribunales. Tal es al menos 
mi opinión y Gand parece ser del mismo sentir. Los actos 
que él substrae á la jurisdicción de los tribunales son los 
actos de administración, en los cuales interviene el go- 
bierno como poder público. Aquí hay lugar á aplicar el 
principio de la soberanía, modificándolo conforme á nues- 
tro régimen constitucional; á este respecto son órgano del 
poder soberano. El gobierno también es uno de los gran- 
des poderes; pero los poderes están separados y son inde- 
pendientes; el poder judicial no puede juzgar, residenciar, 
ni deshacer lo que ha hecho el poder ejecutivo; pues 
•cuando el gobierno obra como poder, sus actos no están 
sometidos á la jurisdicción de los tribunales... Los tri- 
bunales no tienen jurisdicción sobre un gobierno extran- 
jero cuando se trata de un acto político; pero si un Es- 
tado obra como persona civil obligándose por un contra- 
to, la cuestión es del todo diferente.» 

Tal es la doctrina de M. Laurent en su Derecho Civil 
Internacional, doctrina que toda está basada en la distin- 
ción entre los actos que un Estado ejecuta como poder so- 
cial, ejerciendo actos de soberanía, y aquellos en que no 

obra sino como persona civil, esto es, como contratante ó 
dropietario. 



18 

Sin desconocer la importancia de tal distinción, y an- 
tes bien, concediendo que ella, en otro orden de ideas, es 
verdaderamente científica, debo decir, que, en mi humil- 
de opinión, carece de interés y no puede ser aplicada 
cuando se trata de las relaciones jurídicas internaciona- 
les. El error de la doctrina de que vengo hablando con- 
siste, en mi concepto, en querej aplicar á los conflictos 
jurisdiccionales de nación á nación, una teoría que sólo 
tiene caso en tratándose de trazar la órbita en que han 
de ejercer su acción los tribunales, judiciales ó adminis- 
trativos, dentro del mismo Estado. 

El solo nombre de personas civiles indica por si 
mismo cuál es el alcance y objeto de aquella clasificación. 
Si por personas civiles se entiende las entidades morales 
que son susceptibles de derechos civiles, y si esos dere- 
chos, como es notorio, deben ser regulados y caer bajo la 
acción de las leyes particulares de cada Estado soberano,, 
está por demás decir que sólo en ese concepto, en sus 
relaciones con los miembros de la sociedad civil, es como 
el Estado toma, momentáneamente y por excepción, el 
carácter de persona privada, para quedar así sujeto á sus* 
propios tribunales^ pero nunca esa distinción, nunca esa, 
clasificación, establecida por el derecho interno, y que 
no tiene más fin que * eterminar relaciones entre el go- 
bierno y los asociados, puede surtir efectos extraterrito- 
riales, para sujetar un Estado soberano á la jurisdicción 
de tribunales extranjeros. 

Pronto quedará demostrado que la teoría de Laurent 
está contradicha por él mismo en su monumental obra 
intitulada: «Príncipes de Droit Civil, > y que, además, e& 
contraria á la doctrina que sostienen la mayor parte de 
los tratadistas. Después veremos cómo también una ju- 
risprudencia constante ha venido á sancionar, sin distin- 
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clones de ninguna especie, en términos absolutos, el prin- 
cipio genérico de que los actos de un Estado son irrevisa- 
bles por otro poder que no sea el suyo, ya revistan el ca- 
rácter de meramente administrativos, como los que lla- 
man los publicistas de protección o amparo^ ya funja 
como contratante ó como propietario^ pues siempre debe 
estar libre de toda extraña jurisdicción, porque así lo 
exigen los principios tutelares en que descansan la in- 
dependencia y autonomía de las naciones. 

La doctrina de Laurent, que en estos momentos me 
ocupa y que he dejado expuesta textualmente, puede 
sintetizarse de esta manera: el Estado unas veces obra 
como poder político y otras como persona civil; si lo pri- 
mero, está fuera de toda jurisdicción; si lo segundo, que- 
da sujeto á la jurisdicción, no sólo de los tribunales na-^ 
clónales, sino también de los extranjeros. Veamos coma 
esa opinión, que está en pugna con los sanos principios, 
no puede ser aceptada. En primer lugar, es indudable que 
siendo las personas civiles creación de la ley, su existen- 
cia está limitada á la estera de la misma lev. Es otra vez 
el insigne Laurent quien habla: tLas personas reales, los 
hombres, gozan en el extranjero de los derechos que llama- 
mos naturales. No sucede lo mismo con las personas civi- 
les. No cabe, respecto de ellas, la cuestión de si pueden 
ejercitar derechos en país extranjero, porque para ejerci- 
tar un derecho es preciso existir; pero las personas lla- 
madas civiles no existen fuera del Estado en que se 
hallan establecidas. 

«La ficción debe imitar á la realidad, pero dentro de 
los límites en que es posible y necesaria. En el interior 
del Estado, en que las personas civiles han recibido esta 
personificación ficticia, ellas ejercen los derechos que la. 
tey les concede; pero, en el extranjero-, es imposible que 
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tengan los mismos derechos, porque la primera condición 
requerida para el ejercicio de un derecho es la de exis- 
tir; mas las personas que no tienen sino u:ia existencia 
ficticia, no existen en el extranjero, deben su existencia 
á la ley, únicamente á la ley; y, por lo tanto, no tienen 
existencia ni pueden tener derechos, sino en los li- 
mites del territorio donde se extiende la soberanía 

de que la ley es órgano .... 

El legislador no podrá darles una existencia univer- 
sal, porque su acción no se extiende á todo el género hu- 
mano, sino que está restringida á la nación que represen- 
ta; su obra es, necesariamente, limitada, es decir, que las 
personas civiles, por su esencia, no tienen sino una exis- 
tencia limitada. Más allá de las fronteras del Estado 
no existen; son el no ser.» (Laurent, «Princip. de Droit 

Civ.,» Tomo I núm. 306.) 

Ahora yo pregunto: Lo que no existe, el no ser, la na- 
da, ¿puede estar sometido á jurisdicción, puede ser objeto 
de relaciones de cu ilquiera especie? La afirmativa envuel- 
ve el mayor de los absurdos, y, sin embargo, á ese absur- 
do conduce la teoria que combato, pues á la vez que su- 
pone que la persona civil, y no el poder soberano, es quien 
se somete al juez extranjero, afirma que aquella perso- 
nalidad no existe para dicho juez. Si no existe ¿cómo 

puede juzgársele? 

Se sostiene, también, que el Estado que contrata se 

convierte en particular; adquiere, como éste, derechos y 
obligaciones; se hace propietario, etc., y es, con este ca- 
rácter, no como poder público, como, puede y debe juz- 
gársele en el extranjero. 

En esto también hay otra inexactitud, y, para hacer- 
la palmaria, me valdré de nuevo de las propias palabras 

de Laurent, pues, repito, me propongo oponer á las teo- 
raís que impugno las propias del célebre autor. 
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¿No es el mismo Laurent quien ve un peligro aun 
€n el nombre de personas civiles? «Sólo los hombres 
son personas, dice, y sólo ellos tienen derechos. Los pre- 
tendidos derechos de las personas morales vienen á ser 
cargas. » 

El derecho de contratar, que pertenece á las perso- 
nas civiles^ está vinculado^ lo mismo que el derecho 
que tienen de adquirir y poseer. Existe un diferencia ca- 
pital entre las personas reales y las personas ficticias. 
El hombre puede obligarse indefinidamente; los cuerpos 
y establecimientos públicos no pueden dar un paso sin 
restricción, sin observar ciertas formas, sin hallarse so- 
metidos á ciertas condiciones. La. razón de esta diferen- 
cia es evidente. 

«Los cuerpos no viven, son una institución pública 
cuyo objeto está limitado, cuyos medios de acción, por 
consiguiente, deben ser también limitados. Es decir, que 
en realidad estos cuerpos no son personas. No tienen 
ni pueden tener lo que constituye la personalidad huma- 
na: la libertad. El hombre es libre en todo lo que hace, 
en tanto que la pretendida persona civil está siempre 
encadenada.» (Lugar citado, núm. 303.) 

Y por lo referente á la propiedad, prosigue el mismo 
autor, esta distinción es evidente, es elemental. Si la 
persona civil posee, ¿posee del mismo modo que la per- 
sona natural? ¿es verdadero derecho de propiedad el que 
«lia ejerce? Abramos nuestro Código y preguntemos al 
legislador qué es la propiedad. El art. 544 responde que 
les el derecho de gozar y disponer de las cosas de la ma- 
nera más absoluta. ¿Es esta la propiedad de las perso- 
nas civiles? Se la llama propiedad vinculada porque 
está afecta á uri tíestiro especial. 

ííl Estado tionc bienes; las provinci:^.s, bs munici- 
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pios tienen igualmente bienes; pero ¿pueden gozar de 
ellos de una manera absoluta? No, ciertamente; las le- 
yes mismas en virtud de las cuales aquéllos poseen, des- 
tinan sus bienes á un uso público, y velan porque ese 
destino sea cumplido. La propiedad, pues, de las perso- 
ñas civiles no es el derecho de gozar; este derecho está 
vinculado, y con más razón lo está el de disponer de los 
bienes. El Estado es la más caracterizada de las personas 
civiles, y, sin embargo, hay una parte del dominio públi- 
co que no puede ser enajenada, porque se destina al uso 
público. La propiedad, que es el más ilimitado de los 
derechos cuando está en manos de particulares, no es si- 
no una cadena cuando, es ejercida por las personas civi- 
les. ¿Puede llamarse propiedad lo que no es sino afec^ 
tación al servicio público? ¿Puede llamarse derecho lo 

que no es sino una carga? (Núm. 301.) 

Está, pues, fuera de discusión que la teoría que tra- 
ta de identificar con un particular al Estado contratante 
flaquea desde su base, porque esa supuesta identidad se 
convierte en discrepancia absoluta, casi en una antítesis, 
que, lejos de hacer asimilable la persona civil al indivi- 
duo ó persona física, viene á poner en claro que existen 
entre una y otra tan radicales diferencias, que no pue- 
den jamás confundirse en el concepto filosófico-jurídico. 

* 
* * 

Laurent, prohijando las opiniones de Demangeat y 
Ch. Royer, comentador de Dalloz, é interpretando la. de 
Gand, sostiene, como hemos visto, que el Estado posee- 
dor, el Estado propietario, el Estado contratante, el Es- 
tado, en fin, considerado como persona civil, bien puede 
ser juzgado por un tribunal extranjero, sin que por esto 
se deban considerar heridos ó menoscabados sus dere- 
chos como entidad soberana, puesto que, en ese caso, di- 
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ce, no se juzga al Estado, sino á la persona civil, al par- 
ticular; no se trata de residenciar los actos gubernativos, 
ni de poner en tela de juicio el poder soberano, sino sim- 
plemente de interpretar una convención, toda de carác- 
ter privado, desde el momento que el Estado asume uli 
carácter también privado, descendiendo á la esfera del 
particular que contrata ó que administra y posee bienes. 

¿Pero son aceptables estas ideas? ¿son justas, son fun- 
dadas tales aseveraciones? Desde luego, es evidente que 
la nación, el Estado, no cambia de naturaleza, no modí- 
fica su modo de ser por el solo hecho de contratar con 
un particular, ó de celebrar actos que los particulares ce- 
lebran. El acto por sí solo nada significa. La esencia, 
aun la moralidad de los actos, su existencia legal, sus 
efectos en el orden jurídico, no dependen exclu3ivr men- 
te del hecho material y del nombre; dependen, en gran 
parte, de la calidad de los contratantes, de su estado mo- 
ral, psicológico ó jurídico. . Yo veo á diversos indivi- 
duos celebrar contratos de compraventa, presencio los ac- 
tos físicos, que consisten en entregar^ el uno, una cosa, 
y el otro, cierto precio; por lo^'que yo creo advertir, esos 
individuos que así contratan, lo hacen de una manera li- 
bre, espontánea, deliberada; en una palabra, con su ple- 
no consentimiento. Los hechos son idénticos, y sin em- 
bargo, ¿quién podría asegurar, con el solo conocimiento 
de esos hechos, la validez, la legalidad de tales contratos? 
¿No puede suceder, por el contrario, que esos contratos,. 
al parecer idénticos, produzcan en el orden jurídico, con- 
secuencias del todo diversas? 

Aquí el vendedor dispuso de una cosa ajena que no 
pudo transmitir al comprador, y que, antes bien, dio lu- 
gar á un proceso y á una condena; allí, una mujer casa- 
da celebró el caatrito sin la autorizació i del niarldo, y 
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adolece, por lo tanto, de insanable nulidad; más allá, fué 
un menor quien contrató sin la autoridad de su tutor; res- 
' pecto de uno es nulo el contrato porque estaba enajena- 
do; respecto del otro, lo es también, porque como pródi- 
go estaba sujeto á interdicción; acá hay nulidad porque 
se violaron las reglas del estaluto personal ó del real; allá, 
porque no se observaron los requisitos de forma; quien 
invocará el error, quién el dolo para evadir los efectos 
del contrato, etc., etc. Y sin embargo, señores, en todos 
estos casos , el acto, en si, parece el mismo, el hecho que 
ha herido nuestros sentidos es en todo idéntico; en todos 
vemos una persona que vende y otra que compra, una 
que hace tradición de la cosa, y otra, tradición del precio; 
mas cuánta diversidad en los efectos de la convención en 
el orden moral como en el jurídico, producida sólo por 
las diferencias en el estado y capacidad de las personas; 
diferencias que no siempre caen bajo el dominio de los 
sentidos; pero diferencias reales, efectivas, innegables. 

Pues si esa diversidad de efectos se nota en los con- 
tratos en que sólo intervienen personas particulares, 
¿cómo no han de existir substanciales, profundas diferen- 
cias, cuando el Estado es quien contrata?] 

Incurre, por lo tanto, en manifiesto error el sabio 
Laurent, cuándo asienta que desde el momento en que 
él Estado se obliga con un particular, no se trata ya de 
otra cosa que de intereses privados. (1) Tal aserción es á 
todas luces contraria á la realidad, y por lo mismo ina- 
ceptable. ¿Cómo es posible decir que cuando la naciór^ 
contrata, por ejemplo, un arrendamiento de casas de mo- 
neda, la compra de municiones de guerra, la construcción 
de un ferrocarril ó de un acueducto, es asunto únicameñ- 



(1) La*^rit; t)roit ini civ. loe. cit ' ^ 
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te de derechos é intereses particulares? Prescindiendo 
del carácter público de uno de los contratantes, ¿no son 
valores públicos los quase ponen enjuego? ¿no es el in- 
terés colectivo y público el que en todos estos casos se 
persigue? 

Deducir, pues, de que el Estado obra como persona 
civil, de que asume el carácter de particular, que está, co- 
mo cualquier ciudadano, bajo el imperio del derecho co- 
mún y sujeto á los tribunales de un país extranjero, es 

« 

incidir en lamentable confusión de ideas y de principios. 

Pero quiero poner aún más de manifiesto la contra- 
dicción en que se hallan las doctrinas del inmortal autor 
á que me refiero. 

Hemos visto que en el tomo 3° de su obra de Dere- 
cho int. civ. núm. 45 ha sostenido que unas veces obra 
el Estado como poder político y otras como persona civil. 
Esta distinción es la base de la doctrina que sustenta, 
afirmando que cuando se juzga uno de sus actos se juz- 
ga al particular, á la persona civil, no al gobierno, no al 
soberano. Pero en la página 240, tomo 20 de sus Princi- 
pios de Derecho Civil, sostiene que el carácter de poder 
político es inseparable del soberano, y que no hay, no 
puede haber acto alguno de gobierno en que sea posible 
prescindir de esa calidad. He aquí sus palabras: «Ordi- 
nariamente se distingue. Cuando el Estado obra como 
persona civil, á título de propietario, se dice que puede 
declarársele responsable, según el derecho común. Pero 
se pretende que el Estado no es responsable cuando tra- 
ta como poder político. En nuestro sentir, la distinción 
es falsa; el Estado ohra siempre como poder político, 
aun cuando sea persona civil ó propietario. Cuando se 
dice que el Estado es persona civil, quiere significarse que 
puede ejercer los derechos que pertenecen á los particu. 



26 

lares; pero esto no impide que haya radical diferencia 

entre el Estado propietario y el individuo propietario. E 

Estado es esencialmente un poder, es decir, un órgano 

del poder soberano, y no se conciba que se despoje de una 

calidad que lees esencial. Si el Estado es propietario, no lo 

es en el mismo concepto que los particulares; para éstos 

todo es de interés privado; para el Estado todo es de in- 

teres general. No se ptiede jamás hacer abstracción 

de la misión poUtica del Estado, porque fuera de esta 

misión no existe. » 

¿Puede darse mayor contradicción? Verdaderamente, 

si los textos, si las expresiones que M. Laurent ha estam- 
pado en las dos referidas obras, fuese lo único que debie- 
ra servir de criterio para la resolución de los problemas 
jurídicos, no sabríamos como resolver estos: ¿existe el 
Estado como persona civil á los ojos de los demás Esta- 
dos? ¿Tienen las personas civiles derechos propiamente 
tales? ¿Obra el Estado uiías veces como poder político y 
otras como persona civil, ó necesariamente va impreso el 
primer carácter en todos sus actos? Perfectamente pue- 
de sostenerse el pro y el contra, el sí y el no, en las pre- 
cedentes cuestiones, apoyándose en textos de M. Laurent, 
según se abran sus Principios de Derecho Civil ó su Dere- 
cho Civil Internacional. Si se duda, consúltense los pasajes 

citados de sus referidas obras. 

Pero todavía debo agregar que. en otro pasaje de su 

monumental obra, 11. Laurent ha aceptado en toda su 

plenitud la opinión que yo vengo sosteniendo, y que es 

la dé la mayor parte de los tratadistas, y la misma que 

han consagrado las ejecutorias de los tribunales, esto es: 

que el poder soberano, el gobierno de un Estado, la na- ; 

ción, no pueden, en ningún caso, ser juzgados por un 
juez extranjero, porque su independencia los poue, á cu- 
bierto de toda extraña jurisdicción. 
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Abramos el tomo 29 de la obra de Laurent, y vere- 
mos, en la página 310, núm. 276, estampados los siguien- 
tes conceptos: «Hay «un principio que domina en esta ma- 
teria: es el de la independencia de los Estados en sus re- 
cíprocas relaciones. Este principio, reconocido universal- 
mente, conduce á una consecuencia importante en lo que 
concierne á. la jurisdicción de los trihnnales estableci- 
dos en los diferentes países. No se extiende á los Esta- 
dos extranjeros. Todos los autores que han escrito so- 
bre derecho de. gentes admiten el principio con las conse-. 
cuencias que de él se desprenden. Nos limitaremos á citar 
el testimonio de Vattel, cuya autoridad es grande ante 
los tribunales: «De esta libertad ¿independencia, se si- 
gue qi(^3 á cada nación pertenece juzgar lo que exige 
de ella su conciencia, lo que puede ó no puede, lo 
que le conviene ó no hacer. En todos los casos, pues, 
en que pertenece á una nación juzgar lo qus la orde- 
na su deber, ninguna otra pusde obligarla á obrar 
de un modo determinado, por qu^e, si lo hiciese, aten- 
taría contra la libertad de las naciones. El derecho de 
coacción contra una persona libre sólo nos pertenece 
en los casos en que se haya obligado con nosotros 
en una cosa particular que no dependa de nuestro 
juicio; en una palabra, en los casos en que tenemos 
un dercQho perfecto sobre ella.* Vattel, «Derecho de 
gentes» Tomo I, preliminares, núm. 16. «Pero siendo un 
Estado perfectamente independiente de otro, — continúa 
Laurent — no puede tratarse de un derecho perfecto en- 
tre ellos; de ahí la imposibilidad de que uno se halle 
sometido á la jurisdicción de otro. Esta incompetencia 
de la justicia ordinaria no es una denegación de justicia, 
no es sino la aplicación del derecho común en lo que al 
Estado concierne. Si en cada país el Estado y sus depen 
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dencias no están sometidos á la jurisdicción ordinaria, en 
lo que mira á las vías de ejecución forzada, debe suceder 
Jo mismo respecto de los Estados extranjeros, una vez 
admitida su existencia y su soberanía. > 

Como se ve, aquí el distinguido Laurent se afilia en la 
sana doctrina; no era posible que un talento de su talla 
permaneciese alejado de los verdaderos principios; no era 
posible que las sombras del error ofuscaran perennemen- 
te al insigne jurisconsulto, cuyas obras se reputan, con 
justicia, como oráculos de ciencia, de erudición y de buen 
sentido. 

Me he ocupado, quizá más de lo que debiera, en mos- 
trar estas antinomias, porque siendo tanta y tan justa 
la reputación del jurisconsulto belga, y siendo él quien 
va á la vanguardia de la opinión que vengo impugnando, 
he creído que no llenaría mi propósito si no dejase fue- 
ra de discusión que la doctrina que da á los tribunales 
extranjeros, en ciertos casos, el derecho de juzgar de los 
actos del poder soberano de una nación, es tan insosteni- 
ble ante la lógica y ante el criterio jurídico, que el prime- 
ro y más denodado campeón de e&a misma doctrina, ha 
tenido necesidad, para sostenerla, de volverse contra sus 
propias teorías, de ponerse en pugna consigo mismo, in- 
curriendo en inexplicable contradicción. 

Es llegado el momento, señores, de poner de mani- 
fiesto que los sanos principios de la ciencia, la doctrina 
de los autores y los usos de las naciones civilizadas, con- 
sagran de consuno, sin restricciones y de la manera más 
absoluta, el principio de que un Estado soberano, por el 
hecho de serlo, por la sola circunstancia de formar parte 
de la gran sociedad de las naciones, está libre de toda ju- 
risdicción extranjera, no tiene más juez que su concien-^ 
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tía y es sólo á la Divinidad á quien debe dar cuenta de 
sus actos. 

Este principio se impone, por sí mismo, con sólo re- 
cordar la naturaleza, origen y límites de la jurisdicción. 
La jurisdicción, potestas juris dicendi^ no existe nipue- 
de concebirse sin el dominium unido al imperium. En 
esta materia, el axioma: «jurisdictio inhoeret, cohaeret, 
adhoeret imperio, > se halla aceptado universalmente. 

Siendo, pues, la jurisdicción una emanación del poder 
soberano, es incontrovertible que no puede extenderse 
más allá de los límites donde ese poder es ejercido; y del 
mismo modo que la soberanía de un Estado concluye allí 
donde comienza la soberanía de otra nación, así, también, 
la acción de los tribunales debe terminar allí donde se li- 
mita y fenece la soberanía que los ha creado; allí donde 
termina la acción de la ley de donde han recibido su au- 
toridad. Conforme á estos principios, natural y directa- 
mente, la jurisdicción no debiera extenderse sino á los 
nacionales. Un extranjero no debería estar sujeto á otro 
poder que al de su nación; pero hay casos en que los par- 
ticulares extranjeros tienen que ser juzgados por la ju- 
risdicción de un- país de que no son ciudadanos, ya porque 
se han sometido á ella, mediante la ejecución de ciertos 
actos, ya porque así lo exige la paz publica y particular 
de cada Estado. Por esto es que el extranjero puede ser 
perseguido criminalmente por delitos que cometa en el 
territorio de la nación que le da hospitalidad, y no por de- 
litos cometidos en otro país; y puede serlo también civil- 
mente por contratos celebrados en el Estado, mas no por 
actos verificados fuera del Estado y con extranjeros. 

Pero esto que el derecho de gentes voluntario ha ad- 
mitido con relación á los particulares, es inaceptable cuan- 
do se trata del Gobierno de im Estado. En tal caso,. la in- 
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dependencia y soberanía inherentes á toda nación exigen, 
para no lastimar los derechos de ésta, para no herir la 
susceptibilidad nacional, para no arrogarse los tribunales 
funciones que por ningún título les competen, que se tra- 
ten por la vía diplomática cuantas reclamaciones puedan 
surgir. Y no puede ser de otra manera, porque la sobera- 
nía de una nación claudicaría, ó mejor dicho, se extingui- 
ría por completo, desde el momento mismo en que, por 
pretendidos derechos de un particular extranjero, tuviese 
que contestar, defenderse ante tribunales extranjeros y 
quedar sujeta á sus decisiones. 

En cualquier aspecto que la cuestión se considere, 
siempre obtendremos la misma solución. 

Todo Tribunal ha recibido su jurisdicción de la ley; 
luego no puede extenderse más allá del imperio de la mis- 
ma ley. Y* así como sería absurdo el afirmar que ésta 
puede regir en país diverso del en que íué dictada, por- 
que sabido es que la acción de la ley se detiene y no 
puede menos de detenerse en los límites de cada nación: 
« leges non valent extra territorium stahientis, » así 
también es ilógico y absurdo el suponer que el poder ju- 
dicial de un Estado puede ejercerse más allá de las fron- 
teras que marcan su soberanía. 

¿De dónde, pues, podría venir á los tribunales de 
cualquier Estado el derecho de juzgar de las obligaciones 
contraídas por un gobierno extranjero, de la validez de 
sus empeños, del alcance de sus compromisos, de la opor- 
tunidad de cumplirlos y de la forma ó manera de llevar- 
los á debido efecto? 

Por otra parte, aun suponiendo que se hallasen re- 
vestidos de esa jurisdicción, que no puede por ningún con- 
cepto concedérseles, está á la vista que carecerían de los 
elementos indispensables para ejercer sus funciones é im- , 
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partir verdadera justicia en los casos de que se trata. 
Desde luego, es inconcuso que los créditos públicos no 
son asimilables á los créditos de particular á particular, 
teniendo, como tienen, un origen y un objeto diferentes, 
y rigiéndose, como se rigen, por diversos principios. El 
particular que contrata no tiene más guía que su propio 
juicio, ni más límite que su voluntad: de aquí la máxima 
de que su obligación se extiende á tanto comb quiso obli- 
garse. Por esto es que tratándose de los contratos ú obli- 
gaciones entre particulares, la voluntad de los contrayen- 
tes constituye la ley de la convención, y la misión del 
juez en tales casos se reduce á investigar, á poner en 
claro, cuál ha sido esa voluntad, hasta dónde llega esa 
intención; porque, repito, el consentimiento es la ley del 
contrato, y el legislador no hace otra cosa que autorizar 
y sancionar ese consentimiento. Pero en tratándose de 
los contratos que un Estado celebra, sucede de otra ma- 
nera. El gobierno no disfruta de la libertad de acción de 
que gozan los particulares, porque tiene una norma, una 
barrera imprescindible, el interés público, y á veces aua 
los derechos mismos de la nación. Tiene, además, que 
sujetar sus convenios, como todos sus actos, á reglas y 
formas especiales, de cuya estricta observancia dependen 
su validez y sus efectos. Esas reglas, esas formas admi- 
nistrativas, esos límites que cada nación ha impuesto á 
sus mandatarios, como circunstancia sine qtia non pa- 
ra que pueda obligar los intereses de la colectividad, se 
hallan contenidos erí leyes especiales y en su misma 
Constitución política; forman parte de su derecho públi- 
co. Siendo esto así, ¿cómo podría un tribunal extranjero 
apreciar, en razón y en justicia, si tal ó cual gobierno es- 
tá perfectamente obligado; si sus agentes ó representan- 
tes fueron debidamente autorizados; si no extralimitaron 



sus atribuciones; si se observaron en la convención las 
formas tutelares que la ley interna establece, y, sobre to- 
do, si el Elstado se halla en condiciones de satisfacer su 
compromiso, sin que se resienta el servicio público, y sin 
perjuicio de otras atenciones aun más urgentes, aun más 
imprescindibles? ¿cómo podría ser juez en un debate 
esencialmente administrativo, sometido á reglas adminis- 
trativas, á disposiciones y principios constitucionales 
probablemente para él desconocidos? Y aun en el caso 
de que no lo fuesen, ¿podría una nación ver impasible 
que el extranjero se constituía no sólo en censor de sus 
actos, sino en intérprete y aun arbitro de su derecho públi- 
co, pues á esto equivaldría el resolver sobre la existencia, 
extensión y efectos de las obligaciones contraídas por 
parte del Gobierno? 

Pero la justicia, se dice, no puede variar como varían 
las fronteras; es universal en su esencia, como la idea 
divina de donde emana; es, por lo tanto, debida al hom- 
bre y no al citidadano. Esto concierne á los derechos 
y deberes de la sociedad. ¿No es el mantenimiento del 
orden social, condición de existencia y conservación de- 
las sociedades humanas? 

Yo digo á mi vez ¿no es la independencia recíproca, 
de las naciones base y condición precisa de ese mismo 
orden social, en un concepto aun más elevado, esto es, 
tratándose de la sociedad universal, de los cuerpos polí- 
ticos que forman la humanidad toda? 

Está bien que á todo hombre, sin distinción de na- 
cionalidades, se le administre pronta y cumplida justicia; 
es lo que exige la comunidad del derecho que debe exis- 
tir entre los hombres, cualquiera que sea la nación á que 
pertenezcan; pero esto no debe hacerse por medios hu- 
millantes y depresivos para una nación, con violación del 
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derecho de gentes y con mengua de la independencia de 
un Estado, independencia que es indispensable para la 
vida, bienestar y progreso del mismo. Un Estado es so- 
berano á condición de que respete la soberanía de los 
demás. 

Y no se objete que así como el gobierno de un Esta- 
do sujeta sus actos, en caso de conflicto con los dere- 
«chos privados, á la jurisdicción de sus propios tribunales, 
-sin que por ello se considere menoscabada su soberanía, 
ni comprometida su dignidad, de igual modo puede some- 
:ter esos mismos actos al juicio de uíi tribunal extranjero, 
que no va á juzgar al poder soberano, sino al particular, 
j)ues tal carácter es el que asume el Estado cuando con- 
trata, cuando administra bienes, cuando obra como pro- 
pietario. 

Esta objeción se sostiene y funda en la teoría que 
distingue entre los actos del Estado como poder soberano 
7 los actos del mismo como persona civil; pero ya hemos 
visto que semejante distinción no es de tomarse en cuen- 
* ta cuando se trata de determinar las relaciones y los de- 
rechos de Estado á Estado. Baste decir que la nación, 
como persona civiL es una creación de la ley local, de la 
ley interior, y que como tal no tiene existencia á los ojos 
«de las demás naciones, para deducir de allí que la suso- 
dicha distinción, muy aplicable y hasta necesaria cuando 
.se fijan las relaciones entre el soberano y los subditos, 
entre gobernante y gobernados, entre la nación y los par- 
ticulares, es inútil cuando se tiene el propósito de fija.^ 
las relaciones internacionales. ^ 

Así es que, contestando á la supradicha objeción, d^ 
bo decir que no hay paridad entre uno y otro caso, esto 
•es, entre la sumisión á la jurisdicción de los propios tn- 
JDunaíos V lá sujeción á los cxtranj.qros. . , . . 
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La primera se hace con arreglo á las disposiciones" 
legislativas que cada nación, en uso de su soberanía in- 
terior, se ha dado á sí misma.; leyes que constituyen su 
derecho público y privado, y que son, ó deben ser, cono- 
cidas de todos los tribunales nacionales. La segunda no 
podría verificarse sin dar á esas leyes efectos extraterri- 
toriales, lo cual es absurdo; ó sin someter á la nación 
contratante á leyes extrañas, lo cual sería un atentado 
incalificable contra su independencia. 

Perfectamente se explica que un gobierno, en fuerza 
de los estrechos vínculos que lo unen con los gobernados, 
y de los mutuos y recíprocos derechos que se han creado 
por el pacto social que constituye su ley suprema, deba 
someterse, en ciertos casos, á los tribunales de la nación, 
ya administrativos, ya judiciales, según sus propias leyes 
lo determinen, para que pronuncien sobre las diferencias 
ó contiendas, que no rara vez pueden surgir; pero esta 
sumisión que es, por parte del soberano, un acto de de- 
coro, una manifestación muy conveniente de obediencia . 
á la ley, y, por lo tanto, un acto loable, levantado, y aun 
necesario en las formas republicanas; sería, tratándose 
de un juez extranjero, una nota de humillación, una 
muestra de debilidad y de impotencia, que ningún Esta- 
do se halla obligado á consentir. 

Sólo en dos casos está admitido que los tribunales de 
otro país se avoquen el conocimiento de controversias 
en que está interesado el gobierno de una nación sobe- 
rana. Estos casos son: 

L Cuando es el gobierno mismo quien voluntaria- 
mente se sujeta á esa jurisdicción. 

n. Cuando la cuestión versa sobre bienes inmuebles,, 
¿íios en país extranjero. 



Poco hay que decir con respecto al primer caso. , La 
nación, lo mismo que el individuo, puede deferir, á las 
veces, á otro que no sea su juez natural. Esto no impli- 
ca sino la renuncia de un derecho, renuncia que una en- 
tidad moral puede hacer lo mismo que una persona físi- 
ca. No se trata aquí de renunciar á su soberanía; esto no 
le sería permitido, porque la soberanía, como indispen- 
sable para su existencia, es un derecho absoluto é ina- 
lienable. Se trata de que en ciertos casos en que ha con- 
tratado con particulares extranjeros, ocurre, en obvio de 
dificultades mayores, á los jueces también extranjeros pa- 
ra ejercitar sus derechos. Podrá suceder que por una re- 
convención ó contrademanda, asuma el papel de deman- 
dado; pero tampoco esto lastima su soberanía, porque en 
ese caso excepcional, la nación, arbitra, según la expre- 
sión de Vattel, de lo que le conviene ó no hacer, ha con- 
. cedido esa jurisdicción, sin verse constreñida á ello, de 
una manera espontánea y libre. No sucede así en la teo- 
ría de los que pretenden que la sumisión á un juez ex- 
tranjero, sea, no un derecho para la nación, sino un de- 
ber; teoría inaceptable y absurda que creo haber refuta- 
do victoriosamente. 

Fué conforme á estos principios como en 1853, la 
Corte de cancillería v la Cámara de los Lores decidieron 
que el rey de España, aunque obraba como príncipe so- 
berano y con su carácter político ante una Corte inglesa 
de equidad, estaba constituido en la obligación do con- 
testar, bajo juramento, a la contrademanda que los de- 
mandados habían interpuesto contra él. 

La misma doctrina, dice Calvo, (1) ha prevalecido en 
la decisión que recayó en el proceso intentado en ncm- 



(1) «Dioit i::í'.:n.> Tome ^. n'm 5'2. 
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bre del Gobierno Colombiano, contra la Casa Rothschilp, 
de Londres, en 1826. En el caso, no demandaba el so- 
berano personalmente, sino que era el gobierno republi- 
cano quien gestionaba, por medio del ministro plenipo- 
tenciario que había acreditado cerca de Su Majestad bri- 
tánica. En el curso del procedimiento, los demandados, 
Sres. Rothschild, opusieron una excepción prejudicial, 
requiriendo al demandante para que definiese su carác- 
ter, y no pudiendo hacerlo el Agente colombiano, la Cor- 
te admitió la excepción, según el principio de que el ac- 
tor debe dar á conocer claramente quién es, á fin de que 
el demandado pueda, si es necesario, contestar por una 
contrademanda. 

El mismo principio quedó sancionado en 1893, en el 
caso de la reina de Portugal, contra la Casa Rothschild 
de Londres. La Corte de FEchiquier resolvió que desde 
d momento en que la reina opusa una demanda recon- 
yencional, quedó sometida al tribunal inglés. 

Por lo que hace al segundo caso, esto es, cuando se 
ejercita una acción sobre bienes inmuebles sitos en país 
extranjero, la nación dueña de esos bienes está sujeta, 
por lo que á ellos respecta, á las leyes y á la jurisdicción 
del país en que están situados; jasí es que, ante esa ju- 
risdicción, han de dilucidarse las causas que á tales bie- 
nes se refieran, sea que la nación propietaria funja de ac- 
tor ó demandado. 

Esto no es contravenir á los principios que hasta 
aquí he venido exponiendo; más que una excepción de 
la regla que declara inmune á todo Estado de una juris- 
dicción extraña, es la confirmación del mismo principio; 
es en homenaje á la soberanía de las naciones por lo que 
éste se halla establecido y aceptado sin discusión. ^ 

Eiectivamen'e. ya se ha dicho que la ^ soberanía y el 
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imperio de tina nación se extiende á todo su territorio y 
á lo que se haga dentro de él. Por el Estatuto real todos 
los bienes sitos dentro del territorio nacional, están, y no 
pueden menos de estar, sujetos á las leyes y autoridades 
de la nación. Sus propietarios reciben la protección del po- 
der público, á la vez que se someten á las cargas y obli- 
gaciones consiguientes. De este principio no pueden ex- 
ceptuarse los soberanos mismos, así es que si un gobier- 
no extranjero adquiere bienes de un Estado, sabe de an- 
temano que, por ese solo hecho, se somete, en cuanto se 
relaciona con los expresados bienes, á las leyes y autori- 
dades del Estado en que se hallan. 

En esto no se le agravia, ni se le desconocen sus pre- 
rrogativas, ni menos se rebaja su dignidad, porque volun- 
tariamente ha adquirido dichos bienes, y libremente po- 
drá dejar de poseerlos cuando así le convenga. 

Esta es la doctrina que Blackston establece diciendo: 
fLos bienes inmuebles están, por la misma naturaleza, 
sujetos á la ley de la tierra, laws land;> doctrina que 
Kluber expresa en estos términos: tLas diferencias de los 
soberanos entre sí no pueden ser juzgadas por los tribu- 
nales ordinarios, sino cuando se trata de bienes in- 
muebles que están sometidos á la ley del territorio. (1) 
Este principio lo han consignado la mayor parte de los 
países cultos en sus respectivas legislaciones. 

Acabamos de ver cómo la Filosofía del Derecho funda 
en la máxima de la soberanía de las naciones ó Estados, 
su inmunidad de toda jurisdicción extranjera; tócame 
ahora confirmar esos principipios con la doctrina de aK 
gunos respetables publicistas. 

Foelix, en su «Traite du Droit International privé, *^ 



(1) Precis du droit de gens modeme de V Europ. párrafo 50. 
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tom. I. núm. 215, asienta textualmente: «Aucune pour- 
suite ne peut étre exercée contre les bienes de toute espece 
appartenant a un gouvernement étranger.» 

Demolombe, «Cours 4e Code Napoleón,» tomo I, 
número 251 bis, se expresa asi: «C'est une question 
délicate que celle de savoir si Tarticle 14 est aplicable aux 
gouvernements étrangers, ou, d'autres termes, si un gou- 
vernement étranger peut étre traduit devant les tribunaux 
franíjais pour Texécution d'obligations contractées en 
yers un Franc;ais > 

<L' affirmative, qui comptait beaucoup de partisans 
dans 1^ anden Diuit, a éte aussi défendue sous Y empire 
du Droit nouveau. La jurisprudence la plus récente admet 
toutefois la doctrine contraire; et nous croyons, en efíet, 
que Ton est fondé a diré, avec la Cour de Cassation, que 
le Franjáis, qui contráete avec un gouvernement étran- 
ger, se soumet aux lois, au mode de comptabilité, et a la 
jurisdiction administrative ou judiciaire de cet gouverne- 
ment. > 

Idéntica doctrina sustentan Aubry y Rau, «Cours de 
Droit civil franjáis, > t. VIH, p. 441 de la 4^ edición; Legat, 
«Code des étrangers (1832) p. 206 y 307; Kluber, Prael, 
adoff, tít. De injus voc. De arresto reali, núm. 1; Carré. 
«Lois de la procedure» edit. Chauveau, art. 558, cuest. 
1923, bis; V. M Britz. «De la competence et jurisdic- 
tion administrative et judiciaire, p. 33, núm. XII, y otros 
muchos que sería difuso enumerar. 

Aun el mismo Ch. Royer, que tanto censura la iuris- 
prudencia francesa en esta parte, no ha podido menos de 
rendir culto á los sanos principios, en las siguientes termi- 
nantes palabras: « El principio de la independencia de los 
Estados no permite que los actos de un gobierno que 
obra enejercicio de su soberanía, caigan bajo la jurisdic- 
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ción.y fiscalización de un poder extranjero. Cuando un 
gobierno ejecuta un acto de autoridad, cuando ejerce el 
imperiv/m^ admitimos que rechace toda ingerencia ex- 
tranjera, que mantenga su independencia al abrigo de to- 
do atentado. Este es su derecho, y este es su deber. > Di- 
sertación.— (Dalloz, 1867, 2; p. 50, nota.) 

No quiero poner término á esta parte de mi imper- 
fecto trabajo, sin citar la e octrina de Blackstone, quien 
en su obra intitulada: € Comentarles on the laws o 
England. > Lib. I"" número 242, afirma que ninguna ac- 
ción, ningún procedimiento se puede intentar contra el 
Rey, ni aun en materias civiles, porque ningún tribu- 
nal tiene jurisdicción sobre él. El gran jurisconsulto ame- 
ricano J. Story, en sus «Comentarles on the Constitu- 
tion of the United States, > asienta una doctrina análoga: 
«Debe observarse, dice, que este texto (se refiere al 
art. 3^ sección 2* de la Constitución) no autoriza á tri- 
bunal alguno para conocer de los juicios en que los Es- 
tados Unidos sean parte, de tal modo que se pueda in- 
tentar una demanda contra ellos sin el consentimiento 

del Congreso Es una máxima reconocida por él 

derecho de gentes, qtie es inherente á la naturaleza 
de la soberanía, no ser, sin su consentimiento, arras- 
trada á un juicio por la demanda de un particular. 
Esta prerrogativa es un atributo de la soberanía de cada 
Estado de la Unión, y fué también conservada por el go- 
bierno^nacional.» Obra citada, números 1675 y 1677. 

Permítaseme que para terminar esta exposición de 
doctrinas, que no haga más extensa por no abusar de la 
benevolencia de mi ilustrado auditorio, transcriba las pa, 
labras textuales de otro eminente publicista americano- 
Mr. Hamilton; considero de tanta mayor importancia es- 
tas autoridades, cuanto que es en los Estados Unidos d9 
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América en donde se verificaron los hechos que han dado 
margen al presente, desaliñado estudio. 

«Es inherente, dice Hamilton, á la naturaleza dé la 
soberanía, no ser arrastrado á un juicio por un individuo 
sin el consentimiento del soberano. Tal es la práctica del 

género humano Los contratos entre una nación ¡f 

los particulares, son sólo obligatorios en la conciencia 
del soberano, y no pueden llevarse á efecto por apremio... 
¿Cómo se podrían ejecutar las sentencias contra los Esta- 
dos por la fuerza compulsiva? Es evidente que esto no 
podría hacerce sin llevar la guerra al Estado deudor. «(The 
Federalista núm. 81.) 

Tiempo es ya, señores, de confirmar las doctrinas ex- 
puestas, que yo sostengo, con la autoridad de respetables 
ejecutorias que han venido á darles su sanción. 

Y como dentro de los reducidos límites de este bre- 
vísimo bosquejo, no me sería posible hacer referencia á 
todas y cada una de las naciones modernas, procuraré fi- 
jar vuestra atención en dos potencias europeas, que, aun- 
que de raza distinta y de diversas instituciones políticas, 
están de acuerdo con las demás. potencias del mundo ci- 
vilizado, en reconocer, proclamar y practicar los princi- 
pios de independencia é inmunidad que he venido invo- 
cando: me refiero, señores, á Francia é Liglaterra. 

JURISPRUDENCIA INGLESA. 

En 1884 el Duque de Brunswick intentó una acción 
contra el rey de Hanover, á quien emplazó bajo estos 
nombres y calidades: Ernesto Augusto, Duque de Cum- 
berland y de Teviotdale en la Gran Bretaña y Conde de 
Armagh en Irlanda. El caso revistió un carácter singu- 
lar, en razón de que el rey demandado á la vez era prín- 
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» 

cipe soberano y vasallo de la reina de Inglaterra. Gon 
este último carácter estaba sometido á los tribunales in-- 
gleses; pero como soberano estaba libre de su jurisdic^ 
ción. ¿Cómo establecer la línea de demarcación entre los 
actos del soberano y del subdito? El master of the Rolls 
sostuvo que el rey estaba exento de la jurisdicción de las 
cortes de Inglaterra, con respecto á los actos ejecutados 
por él en su calidad de príncipe soberano de Hanover; 
pero que podía ser perseguido ante una cor-te del Reino 
Unido, por todo negocio ó todo acto ejecutado por él, en 
el cual hubiese podido obligarse como vasallo de S. M. 
Que en cuanto á los actos ejecutados por él fuera de In- 
glaterra ó respecto de los cuales pudiese ser dudoso que se 
derivasen de su carácter de príncipe soberano ó de vasa- 
lio de la reina, debía presumirse que el príncipe había 
obrado más bien como soberano que como vasallo. 

Con fecha más reciente se intentó contra la reina de 
Portugal, como soberana reinante y jefe supremo de 
la nación portuguesa.^ una demanda relativa al cobro 
de un crédito que se pretendía ser debido por el gobier- 
no portugués y que había dado lugar á un auto de em- 
bargo, practicado conforme á los usos y costumbres de 
la Ciudad de Londres. La corte (Queensbench) se de- 
claró incompetente, proclamando el principio de que nin- 
gún tribunal inglés tenía competencia para conocer de 
una acción dirigida contra un soberano extranjero, con 
motivo de actos ejecutados por él, con el carácter de Je- 
fe supremo de su pueblo; nulificó el embargo y prohibió 
que se continuaran los procedimientos iniciados contra 
la reina de Portugal. 

Idéntica resolución recayó en una demanda formula 
da contra la reina de España. La reclamación del de- 
mandante se fundaba en un bono de la Tesorería del Go- 
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bieí?no españoly emitido em virtud de un decreto de las 
cortes, sancioiíado por el Rúente de Eápaña enHofríbre 
de la Reina todavía menor de edad. La corte (Lord 
Máyors Court) se declaró también incompetente. (Philli- 
more, International law* t. ü, p. 125.) 

JURISPRUDENCIA FRANCESA. 

La Francia, que como ha dicho muy bien un escritor 
insigne, puede con perfecto derecho reivindicar el honor 
de haber dado, más que ninguna otra nación, aj princi- 
pio de la soberanía é independencia de los Estados ex- 
tranjeroá, el esplendor y la grande estima de que goza 
en el derecho de gentes europeo, ha consagrado idéntica 
doctrina, como lo testifican innumerables ejecutorias dic- 
tadas por sus tribunales. 

Citaré sólo algunas de las más importantes. 

Sea la primera la que, en 7 de Enero de 1825, pro- 
nunció la Corte de París, en la reclamación de Balgue- 
rie y Comp. 

Estos señores, como acreedores del Gobierno Español 
por la suma de 1.194,992 fr. 50 es. embargaron valores 
procedentes de un préstamo que se suponía conservaban 
en su poder los banqueros M. M. Adouin, Hubbard y Laf- 
fitte. 

La Corte declaró nulo el embargo de los expresados 
valores, fundándose en las razones siguientes. 

Considerando: que los banqueros Adouin, Hubbard y 
Laffitte, al obligarse á pagar 140 millones de reales, en 
los términos estipulados por el préstamo de 22 de No- 
viembre de 1821, en cambio de inscripciones que les se- 
rían entregadas á medida que fuesen haciendo sus pagos, 
no se han constituido deudores de ninguna suma para 
con España; que la inscripción primitiva de]^$700,000y 
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convertida, después en bonos ó certificados al portador 
para la ejecución del préstamo, les ha sido remitida á tí- 
tulo de garantía, y que, según el tratado, la única obliga-- 
ción contraída á este respecto por los banqueros france- 
ses, consistía en devolver á España los valores que exce- 
diesen de los necesarios para balancear y cubrir el saldo 
acreedor. 

Considerando: que no puede asimilarse el présta- 
mo creado por un gobierno para sus necesidades^ aun 
contrato de préstamo entre particulares] que los fon- 
dos de semejante préstamo, como todos los fondos pú- 
blicos, no pueden estar sujetos á embargos ó secues^ 
tros^ ni ser distraídos de su destino especial, sin^ 
paralizar la marcha de ese gobierno. 

Considerando: que es igualmente un principio que el 
tercero embargado no puede estar obligado á poner nin- 
guna suma en las manos del acreedor ejecutante, si éste 
no le da un finiquito enteramente liberatorio, y una sub- 
rrogación en los derechos, que el deudor no pueda re- 
husar. 

Considerando: que suponiendo deudores á los terce- 
ros embargados, y embargables los fondos, la Casa Bal- 
guerie, ejecutante contra el Gobierno Español, no podría 
en el Estado de cosas actual, y conforme al principio da 
independencia de los gobiernos, que domina en esta ma- 
teria, procurar á los banqueros Ardouin, Hubbard j 
Laffitte, la seguridad y el descargo tan válido como ellos 
ten drí an derecho » 

Citaré, en segundo lugar, el caso de Blanchet contra 
la República de Haití: 

En 1827, á petición Hel Sr. Blanchet, abogado de la 
Corte de apelación de París y acreedor de aquella Repú- 
blica por la suma de 157,000 francos, se embargó un 
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cargamento de café de que eran consignatarios los Sres. 
Baudin, Etesse y Bronard, del Havre, el cual estaba des- 
ühado, por la inisma República, al pago de la indemniza- 
'Ción debida á los colonos. 

En 25 de Mayo del mismo año pronunció el tribunal 
' del Havre su sentencia, de la cual transcribiré sus más • 
importantes considerandos: «Atendiendo: á que un sobe- 
rano no puede someter á la jurisdicción de su poder á 
votro soberano independiente: Que en este caso la inde- 
.pendencia de las naciones exige que todo se trate de igual 
;á igual, y por las vías diplomáticas: Que en los actos de 
•un soberano hacia sus subditos, y relativamente á su 
propia jurisdicción, debe distinguirse entre los actos que 
provienen del ejercicio directo de la soberanía, como el 
nombramiento de empleados; de aquellos que no se refie- 
ren á ella sino indirectamente, como un contrato en el 
cual el gobierno figura como podría figurar un particular: 
Que en el primer caso, la acción de la soberanía está li- 
bre de trabas; pero que en el segundo es conforme á la 
decencia, á la delicadeza de sentimientos, al amor de la 
justicia, que debe, particularmente, brillar en un sobera- 
no, hacer decidir las contestaciones por los tribunales 
del Estado: Que la cuestión cambia, evidentemente, de 
aspecto, si se trata de someter al tribunal de un país á 
un soberano extranjero, por actos verificados entro él y 
un natural de este país: Que no puede aplicarse el artí- 
culo 14 del Código Civil, porque saliendo del derecho co- 
mún, no puede ser aplicado por inducción, pues las ex- 
cepciones deben ser rigurosr mente restringidas: Que, evi- 
dentemente, según el contexto de ese artículo, y si se 
atiende al capítulo en que está colocado, y á la acepción 
que á la palabra extranjero se da en todo el capítulo, 
no puede aplicarse sino al particular extranjero: Que 
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tomado en este sentido, el artículo carece de inconve- 
nientes reales, puesto que los gobiernos extranjeros son 
libres para no tolerar sus efectos en sus respectivos terri- 
torios; y que, por otra parte, la sumisión del subdito de 
om príncipe extranjero á la jurisdicción de otro país, su- 
misión que en muchas circunstancias es de derecho co- 
mún, no afecta en su esencia á la soberam'a nacional: 
^ue sería, por el contrario, atentar contra la indepen- 
dencia y la dignidad de las naciones, obligar á un go- 
bierno extranjero á defenderse ante otros tribunales, que 
los que de él emanan: Que bajó todos conceptos los go- 
biernos son independientes de la jurisdicción esta- 
blecida en las otras naciones » Por estos motivos, 

^1 tribunal se declara incompetente para conocer de la 
demanda formulada por M. Blanchet, y manda levantar 
•el embargo practicado en bienes de la República de 
Haití. 

En 1828, el tribunal del Sena tuvo que fallar en una 
cuestión semejante, entre la República de Haití y la Ca- 
sa Terneaux-Gandolphe. La incompetencia de los tribu- 
nales franceses era invocada por la República de Haití; 
el tribunal sentenció de esta manera: 

«El tribunal: Atendiendo á que es un principio consa- 
grado por el derecho de gentes que los Estados son in- 
dependientes wViO^ de otros; que la consecuencia inme- 
diata de este principio es el derecho de jurisdicción que 
cada nación conserva para juzgar todos los actos ema- 
nados de ella, cualesquiera que sean; que someter las 
obligaciones de una nación á la jurisdicción de otra, es, 
necesariamente, quitar á la primera su independencia y 
convertirla en subdita de aquella, cuyas decisiones estu- 
viese obligada á obedecer: Que esta jurisdicción soberana 
que todos los publicistas reconocen como perteneciente á 
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Atendiendo á que los fondos pertenecientes á un Estado, 
que se encuentran en manos de un tercero, en otro Esta- 
do, no dejan de tener el carácter de fondos públicos, cu- 
yo destino es sagrado, siendo, por lo mismo, inembar- 
gables. 

Atendiendo á que por estos motivos los tribunales 
franceses son incompetentes para pronunciar una con- 
dena contra el gobierno de Haití, y que las disposiciones 
que han autorizado los embargos practicados en los di- 
neros ó valores pertenecientes á este gobierno, han sido 
dictados incompetentemente: — Se declara (el tribunal) in- 
competente para pronunciar la sentencia pedida por Ter- 
neaux-Gandolphe contra la República de Haití, y se de- 
claran nulos y de ningún efecto los autos de embargo 
dictados con absoluta incompetencia, etc. 

Otra notable decisión, que ha venido á consagrar el 
principio absoluto de la inmunidad judicial de los sobe- 
ranos y los gobiernos extranjeros, con relación á los tri- 
bunales franceses, es la pronunciada en 2 de Mayo de 
1828, en el asunto Balguerie y comp. contra el gobierno 
español. He aquí los considerandos en que se basa tan 
importante fallo: 

«Atendiendo á que el derecho de jurisdicción es una 
emanación del poder soberano; atendiendo á que el art. 
14 del Código Civil no puede ser aplicado á un sobera- 
no extranjero, primero, porque él no dispone sino res- 
pecto de las obligaciones contraídas en favor de un fran- 
cés, por un individuo extranjero; y además, porque no 
se podría hacerlo extensivo á Zos so6erai^os extranjeros, 
sin atentar contra el derecho que tiene todo gobierno in- 
dependiente, de ser, él sólo, juez de sus actos 

Atendiendo á que las reclamaciones formuladas por 
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lacáBaBalguerie y Corñp. tienen por causa un contrato ce- 
lebrado etre S. M. Católica y esta casa, para fletamento 
de cierto número de navios, destinados á transportar las 
tropas del gobierno español; y que semejante contrato 
es, con evidencia, un acto de administración pública, que 
no puede, por ningún concepto, ser considerado como 
una convención privada. 

Atendiendo, por otra parte, á que los Valores sobre 
los cuales la oposición ha sido formada, son fondos pú- 
blicos destinados al pago del empréstito real español, y 
que no podían ser embargados sin entorpecer la 
marcha de este gobierno. 

Que admitir á una persona particular, embargar en 
Francia los fondos de un gobierno extranjero, seria vio- 
lar los principios sagrados del derecho de las na- 
ciones, y exponerse así á funestas represalias. 

Atendiendo, en fin, á que careciendo de autoridad, 
fuera del reino, las sentencias de los tribunales franceses, 
no podría ser constreñido el gobierno español á someter- 
se á la decisión de de aquéllos, ni por consiguiente, á re- 
conocer la validez del pago que fuese hecho por Aguado. 

De donde se sigue que el tribunal es incompetente...» 

No debo pasar en silencio otra sentencia más recien- 
te y no menos importante que las ya citadas, pronuncia- 
das por el tribunal del Sena en 16 de Abril de 1847. 

Intentada por M. Solón una acción contra el virrey 
de Egipto, Méhemét Alí, por el pago de 100,000 francos^ 
que aquel pretendía le eran debidos por servicios como 
fundador y director de una escuela de administración es* 
tablecida en el Cairo, el célebre Odilón Barrot, abogado 
del virrey, sostuvo la incompetencia del tribunal, fun- 
dándose en que, conforme al derecho de gentes, un go- 
qierno extranjero no puede ser enjuiciado por una acción 
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mental. 

El tribunal, aceptando estos principios, pronunció sü 
fallo de la manera siguiente: 

Atendiendo á que, según los principios del derecho 
de gentes, los tribunales franceses no tienen jurisdicción 
sobre los gobiernos extranjeros, á menos que se trate de 
una acción con motivo de un inmueble poseído por ellos 
en Francia, como particulares, lo que da atribución te- 
rritorial y ejecución. 

€ Atendiendo á que, en materia de declinatoria, el 
juez debe, ante todo, consultar los términos de la de- 
manda. 

Atendiendo á que la acción de Solón es una acción 
personal, motivada por una pretendida obligación cuya 
ruptura le había causado un perjuicio. 

Atendiendo á que todas las expresiones de la deman- 
da le dan un carácter personal y revelan que está dirigi- 
da contra el gobierno egipcio, y no contra un particular, 
teniendo por causa, no un interés privado, sino un acto 
administrativo y gubernamental, verificado entre un go- 
bierno y el funcionario á quien ha sido conferido un em- 
pleo y una misión cuyas consecuencias ha debido pesar 
el demandante; que sería por otra parte, necesario in- 
vestigar las causas de la ruptura que motiva la acción; 
que tales apreciaciones no pueden pertenecer á la juris- 
dicción francesa. 

Atendiendo á que la demanda no tiende únicamente 
á hacer válidos los embargos practicados sobre mercan- 
cías pertenecientes, ya al gobierno egipcio, ya á Mehe- 
met-Alí personalmente, sino, desde luego y ante todo, á 
obtener contra ese gobierno la suma de 100,000 fr., im- 
porte de daños y perjuicios.» 
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Por estas razones se admitió la excepción opuesta 
por Mehemet-Alí, se declaró el tribunal incompetente 
para conocer de la demanda interpuesta por Solón, y se 
condenó á éste en los gastos. 

Me permitiré citar todavía, aunque con temor de 
abusar de la atención que se sirven prestarme mis ilus- 
trados consocios, un caso aún más reciente, y en el cual 
las teorías que he venido sosteniendo, han tenido su más 
exacta y cumplida aplicación. 

Me refiero á la demanda que, en 1870, la Sra. Mas- 
set entabló contra el Emperador de Rusia, sobre pago 
de 500,000 fr., que exigía la demandante, por vía de 
daños y perjuicios, como reparación de actos que ella es- 
timaba arbitrarios. El tribunal del Sena, por sentencia 
de 23 de Agosto de 1870, declaró no tener jurisdicción 
para conocer de ese asunto, invocando como razón to- 
ral, la siguiente: «Que la independencia recíproca de los 
Estados está consagrada por el derecho de gentes; que 
pretender someter á la justicia al soberano de otro país, 
sería, evidentemente, violar una soberanía extranjera é 
infringir, en esta parte, el derecho, de gentes; y que á es- 
te respácto, la incompetencia del tribunal es absoluta- 
mente de orden público.» 

No daré fin á esta reseña sin recordar un caso que 
llamó la atención en nuestra República. 

El Emperador de Austria y su esposa, como herede- 
ros del Archiduque Maximiliano, Emperador de México, 
fueron demandados en 1872, ante el tribunal del Sena, 
por un Sr. Lemaitre, sobre pago de 51,479 fr., importe 
de unas condecoraciones que este último soberano le 
mandó hacer. La Corte, teniendo en cuenta el principio 
de que los tribunales franceses, en razón de la indepen- 
dencia recíproca de los Estados, son incompetentes para 
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ju^ar de las obligaciones contraidas por los sobers^nos 
extranjeros que obran como jefes del Estado y á título 
de depositario del poder público; y tomando en conside- 
ración que un pedido de condecoraciones destinadas á ser 
distribuidas entre aquellos que, por sus servicios, se han 
hecho acreedores á determinada distinción, es, de parte 
del soberano, un acto de administración pública, rechazó 
la precitada demanda, por carecer de jurisdicción para 
avocarse su conocimiento. (1) 

Me haría interminable si continuara citando ejecuto- 
rias análogas á las mencionadas, que han consagrado 
unánimemente el principio de que los tribunales de una 
nación, son en absoluto incompetentes para juzgar de 
las obligaciones contraídas por otra nación; y debo ya 
ocuparme en aplicar las doctrinas expuestas al caso con- 
creto que ha motivado el presente estudio. 

Mas, supuesto que las reclamaciones de John G. Ha- 
ssard contra la nación mexicana, llevadas- con inconce- 
bible absurdo ante un tribunal norte-americano, se pre- 
sentan basadas en el hecho de ser el reclamante poseedor 
de algunos de los llamados bonos Woodhouse, no creo 
fuera de propósito decir dos palabras acerca de esos bo- 
nos, para deducir de ahí la ninguna obligación y el ningún 
derecho que respectivamente han debido producir con 
relación al gobierno mexicano, y al poseedor ó poseedo- 
res de tales documentos. 

Al hacerlo así, traspaso hasta cierto punto mi tarea, 



(1) Es de notarse á este respecto, que los preceptos del Derecho internaciol 
nal. en el punto de que se trata, son tan umversalmente admitidos, y de ta- 
modo se hallan al afirigo de toda discusión, que aun tratándose de gobiernos 
hepecho, las naciones cultas hansido constantes eu observarlos. 
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que he querido limitaría á la cuestión de saber si el tri- 
bunal que ha librado la orden de embargo contra va- 
lores mexicanos, se ha ajustado á las inspiraciones del 
derecho y de la justicia; pero yo espero que esta ilustra- 
da sociedad se dign ara concederme por unos momentos 
más su atención, para tratar, siquiera sea en brevísima 
síntesis, lo relativo á los precitados bonos; dada la co- 
nexidad de esta materia con la que he considerado como 
punto capital en este incorrectísimo bosquejo. 

A este efecto, debo comenzar por referirme á los da- 
tos que ministra un interesante documento oficial, como 
lo es la Memoria de Hacienda de 1869 á 1870, en la cual 
el Sr. Lie. D. Matías Romero, más que nadie conocedor 
de todos los pormenores de este asunto, ha consignado 
los siguientes: 

El l2 de Noviembre de 1864, se autorizó por la Se- 
cretaría de Relaciones de la República al General D. José 
María de Jesús Carbajal, que había sido nombrado, con- 
dicionalmente. Gobernador y Comandante Militar del Es- 
tado de Tamaulipas, para admitir los servicios de los ex- 
tranjeros que viniesen á aumentar las fuerzas de la Re- 
pública, para adquirir armas y municiones de guerra, y 
para procurarse los recursos pecuniarios que exigiera la 
realización de ambos objetos. 

Estas autorizaciones comprendían la de admitir los 
servicios hasta de diez mil hombres y la de contratar 
hasta 40,000 rifle's ó fusiles para infantería y 3,000 para 
caballería, algunas baterías de cañones rayados ó ligeros 
y la cantidad proporcionada de municiones de guerra. 
Para hacer estas compras, podría disponer de las rentas 
públicas de Tamaulipas, tanto de las propias del Estado 
como de las federales y de los productos de los puertos 
situados en sus costas , concediendo á los contratistas un 
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interés de seis por ciento, poco más ó menos. Al mismo 
tiempo se le autorizaba para que, sobre;las mismas bases, 
pudiera contratar un empréstito en el extranjero, de 
la suma que se considerase necesaria para pagar los gas- 
tos de viaje de los extranjeros que se engancharon, y cu- 
brir sus haberes por uno ó dos años, quedando relacio- 
nada la cantidad del empréstito con el número de ex- 
tranjeros enganchados. La obigación de pagar las armas 
y municiones de guerra se entendería válida y eficaz 
hasta que éstas se recibiesen en el territorio de la 
Eepública. 

En virtud de estas autorizaciones, que se modifica- 
ron después, se trasladó el General Carbajal á los Esta- 
dos Unidos y celebró en Nueva York un contrato fecha- 
do en San Carlos de Tamaulipas, el 15 de Mayo de 1865, 
con el Sr. Daniel Woodhouse, representante de una 
compañía imaginaria, llamada t Compañía de tierras 
y minas de los Estados Unidos, Europa y de la Virginia 
Occidental,» en que se convino en la emisión de cien 
millones de pesos de bonos mexicanos, y en otras con- 
cesiones verdaderamente absurdas y leoninas, sobre con- 
cesión de privilegios para construcción de ferrocarriles, 
cesión de minas y terrenos baldíos, etc. El gobierno 
nacional desaprobó la conducta del General Carba- 
jal, y declaró nulos los actos, luego que tuvo noticia 
de ellos. A pesar de esto, el Sr. Daniel* Woodhouse, que 
se había hecho apoderado del General Carbajal para la 
emisión de los bonos, y que había cuidado de comeur 
zarla, la llevó á efecto de una manera subrepticia. 

Cuando el General Carbajal llegó á persuadirse de que 
había sido víctima de uno de los engaños más groseros, 
procuró separarse del Sr. Woodhouse, pero insistió en 
hacer otro contrato sobre emisión de bonos. Realizó 
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éste el 11 de Septiembre de 1855, con los Sres. John W. 
Corliés y Compañía. 

El segundo contrato celebrado por el General Car- 
bajal, fué el legítimo, pues obtuvo la aprobación del go- 
bierno, y el gobierno mexicano ha pagado esta deuda á 
satisfacción de sus- acreedores. 

Volviendo, pues, á los bonos Woodhouse, es un hecho 
que el General Carbajal, comisionado del gobierno en ese 
asunto, obraba con facultades estrictamente limitadas: 
Según los términos textuales de la autorización respecti- 
va, debió sujetarse en el desempeño de su encargo á las 
siguientes restricciones: 

1.* Que fuese de un mil hasta diez mil hombres el 
número de ciudadanos extranjeros que pudiera engan- 
char para el servicio de la República, bajo el concepto 
de que, por el mismo hecho de conservar su servicio, se- 
rían considerados como ciudadanos mexicanos, confor- 
me á las leyes vigentes, y quedarían sujetos en todo á 
las leyes de la República. 

2.* Que los enganchados recibirían, durante su ser- 
vicio, el haber señalado para cada clase en las tarifas mi- 
litares respectivas de la República, teniendo también de- 
recho, conforme á la ley de 11 de Agosto de ese año, pa- 
ra recibir la recompensa concedida en ella, cuando con- 
cluyera su servicio, por haberse inutilizado en él ó por 
haber terminado la guerra extranjera. 

3.* Que podría él contratar la compra á los precios 
ordinarios j hasta de cuarenta mil rifles ó fusiles para 
infantería y hasta tres mil de las diversas armas para la 
caballería, así como algunas baterías de cañones rayados 
y ligeros, de batalla ó de montaña, y la cantidad propor- 
cionada de munic'rones de guerria. 

4.* Que f )ara contratar la compra de las armas y mu- 
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Iliciones, podría, obligar ó consignar para su pago lo que 
creyera necesario de las rentas pública^ del Estado de 
Tamaulipas, tanto las propias del Estado como las de la 
Federación que se recaudaran en él y los productos de 
os puertos de sus costas, concediendo á los contratistas, 
si fuere necesario, un interés á razón de un seis por cien- 
to anual, poco más ó menos, por el tiempo que no se 
verificara el pago, y pudiendo consignar el producto de 
derechos aduanales, con una rebaja que podía llegar has- 
ta el máximun de la acostumbrada en dichos puertos, 
conforme á las últimas autorizaciones del gobierno. 

5.* Que con la misma obligación ó consignación de las 
rentas públicas y las mismas concesiones de interés y 
rebaja en los derechos aduanales, conforme á lo expresa- 
do en la base anterior, podía contratar un empréstito en 
el extranjero, de la suma que se considerase necesaria 
según el número de los extranjeros que podían engan- 
charse, tanto para los gastos de su venida á la Repúbli- 
ca, como para el pago de sus haberes durante uno ó dos 
años; entendiéndose que esa facultad de contratar el em- 
préstito, quedaba relacionada con la de enganchar ex- 
tranjeros, para que hubiera la debida proporción entre 
el número de los que se engancharan y la cantidad que 
se obtuviera del empréstito, á fin de que no ocurriera 
después grave dificultad para el sastenimiento de la fuer- 
za compuesta de aquéllos. 

Por último, se consignó esta expresa é ineludible 
restricción: 6^ Que las obligaciones contraídas en nom- 
bre de la República y su gobierno «sean bajo la condi- 
ción de que cuando de hecho lleguen las armas y muni- 
ciones al territorio de México, será cuando existirán y se 
considerarán perfectas y eficaces dichas obligaciones pa- 
ra^el pago.de* los cpn tratos de. armas y municiopes, así 
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como cuando de hecho se t^eciban las cantidades del em- 
préstito, será cuando existirán y se considerarán perfec- 
tas y eficaces las obligaciones relativas á su pago.» 

Ahora bien, ¿se sujetó el General Carbajal, en el des- 
empeño de su cometido, á todas estas instrucciones? 
Véamoslo. 

La primera condición consiste en relacionar el em- 
préstito con el número de extranjeros enganchados. Co- 
mo ese número no podía exceder de diez mil hombres, 
el viaje de ellos, calculado á cien pesos por voluntario' 
debería importar un millón de pesos. Los haberes de 
Tos mismos voluntarios, durante dos años, segúa la tari- 
fa respectiva, importaban tres millones seiscientos se- 
senta mil pesos. Es decir, que todos los gastos no po- 
dían, en ningún caso, exceder de cinco millones. Pero 
el General Carbajal, no sólo no enganchó voluntarios, fal- 
tando por lo tanto la base y el objeto de la autorización, 
sino que extralimitándose del múximum que se le ha- 
bía fijado, contrató arbitrariamente una emisión de bo- 
nos por valor de cincuenta millones de pesos. 

Otra condición era no conceder como prima sino el 
treinta por ciento, condición que no fué cumplida, pues 
se concedió el duplo, ó sea hasta un sesenta por ciento 
de descuento. 

Una tercera condición fué ésta: Como garantía del 
empréstito debía darse parte de las rentas locales y fede- 
rales del Estado de Tamaulipas y el sesenta por ciento 
de las aduanas marítimas de ese mismo Estado; pero el 
General Carbajal no sólo empeñó todas las rentas del Es-, 
tado de Tamaulipas y las de San Luis Potosí, sino que 
obligó el ochenta por ciento de las aduanas federales; es- 
tipuló que con los bonos procedentes del empréstito po- 
drían pagarse toda csp:c:c do adeudos dol Gobierno, y 
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concedió á la imaginaria Compañía representada por 
Woodhouse, quinientas leguas cuadradas en terreno de 
pan llevar; quince mil pertenenencias de minas de plata, 

otros muchos privilegios ferrocarrileros, de monopolio y 

• 

colonización; y aparte de todo esto, el cinco por ciento 
del producto de las ventas de los títulos, por vía de co- 
misión. 

Bastaba, á no dudarlo, el haberse faltado á las con- 
diciones supradichas para que las estipulaciones del Ge- 
neral Carbajal, fuesen nulas de pleno derecho, como ac- 
tos de un mandatario que se había notoriamente exce- 
dido de su mandato; pero existen aún otras muchas ra- 
zones que hacen el contrato y la emisión de los precita- 
dos bonos, nulos y de ningún valor. 

Es de observarse, ante todo, qué fué condición preci- 
sa para que las obligaciones del Gobierno se considerasen 
existentes, que éste recibiera de hecho las cantidades 
del empréstito. En consecuencia, ningún empeño, nin- 
guna obligación de parte del Gobierno ha podido consi- 
derarse eficaz, desde el momento que no llegó á recibir 
esos valores; y que antes bien, se descubrió el tejido de 

argucias con que se pretendía estafarle una enorme suma. 
Por otra parte, es bien sabido que la compañía que 

Woodhouse decía representar, era una compañía imagi- 
naria, como imaginario era también el carácter de Go- 
bernador de San Luis que se atribuía en ese negocio el 
General Carbajal, é imaginarias las facultades que éste 
suponía tener para empeñar todas las rentas de dos Es- 
tados de la Unión, enajenar parte de su territorio, hacer 
concesiones mineras, ferrocarrileras, etc., etc. Todo es- 
to, evidentemente, excedía de sus facultades, sin que sea 

necesario demostrar, que, según nuestro derecho público, 
ni se le concedieron ni pudieron concedérsele tan absur- 
das atribuciones. 
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A la dignidad, pues, y al decoro de la nación, lo mis- 
mo que á sus intereses, convenía que el Gobierno mexi- 
cano no diera su aprobación a los actos del General Car- 
bajal, en relación con el contrato Woodhouse. Así lo 
hizo desde 1865, repudiando como falsos los bonos luego 
que se intentó emitirlos. El Ministro de México en los Es- 
tados Unidos, publicó á este efecto, un aviso en The 
New York Herald^ haciendo saber al público: cque nin- 
gún contrato, ni bonos de clase alguna que se digan con- 
tratados ó emitidos en este país, en nombre de México, 
serán en ningún tiempo válidos ú obligatorios para la 
República Mexicana, á menos que tengan la aprobación 
de su Ministro acreditado cerca del Gobierno de los Es- 
tados Unidos.» 

Adoleciendo, pues, como adolece, de tantas nulida- 
des el contrato que celebró el General Carbajal con D. 
Daniel Woodhouse, no ha podido producir efecto alguno 
contra la nación, ni los supradichos bonos, que tienen 
tan bastardo origen, pueden afectar en manera alguna la 
responsabilidad del Gobierno mexicano. Ellos no consti- 
tuyen, por ningún concepto, un crédito contra el Erario, 
ni forman parte, ni la han formado jamás, de la Deuda 
Pública. Así es que, aunque Woodhouse figuró en 1870 
entre los principales reclamantes, ante la Comisión mix- 
ta reunida en Watshington, en virtud del tratado de 5 de 
Julio de 1868, su crédito no fué reconocido como legiti- 
mo, cerrándose asi la puerta á toda ulterior reclamación. 

En vano el mismo Woodhouse, recurrió, según se 
asegura, al Congreso de los Estados Unidos; sus preten- 
siones, á este respecto, fueron igualmente desechadas. 

A estas consideraciones, debe todavía agregarse otra 
no menos importante: aun en el supuesto de que los pre- 
citados bonos no tuviesen origen tan fraudulento; aun 
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en el caso de que se tratara de una deuda legítima y re- 
conocida por la nación, siendo anterior al 30 de Junio de 
1882, y no habiendo sido presentada en su oportunidad 
á la Oficina de la Comisión liquidataria de la Deuda na- 
• cional, creada por la ley de 6 de Septiembre de ISOí, 
que tuvo por objeto depurar y consolidar todos los cré- 
ditos y reclamaciones de origen legítimo contra el Erario 
Federal; tal omisión bastaría para que estuviera definiti- 
va é irremisiblemente prescripta, conforme al artículo 15 
de la precitada ley. 

No sólo, pues, por falta absoluta de jurisdicción, no 
sólo porque al ponerse en tela de juicio la bondad de los 
bonos Woodhouse, se ha tratado de resolver, sobre la 
extensión y efectos de un acto de plena soberanía, para 
lo cual es de todo punto incompetente un juez extranje- 
ro; sino también por la naturaleza misma del crédito re- 
clamado, es inexplicable que un tribunal americano haya 
dado cabida á las reclamaciones de John G. Hassard, 

contra la nación^mexicana. 

* 

Tócame ahora demostrar, y este será el último punto 
en que me ocupe, que si antijurídica, arbitraria y absur- 
da es la declaración de que pesa sobre el Gobierno me- 
xicano la obligación de pagar una deuda que no contra- 
jo; de cumplir una obligación que jamás ha reconocido, 
de solventar, en* fin, unos bonos que tuvieron por origen 
el engaño, y que, lejos de ser documentos válidos y legí- 
timos, no tienen, en último análisis, otro carácter que el 
de cuerpo de un delito, tanto más repugnante, cuanto que 
se ha cometido Jen fraude de intereses públicos y priva- 
dos; mayores son, repito, la ilegalidad, el atentado y el 
absurdo que envuelve el embargo decretado por un tri- 
bunal americano, en fondos públicos pertenecientes á 
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México como nación soberana, y que se suponían exis- 

f 

tentes en poder de la casa J. P. Morgan y Compañía. 

No hay para esto que investigar si las operaciones 
verificadas para llevar á término la conversión de la Deu- 
da Pública, transmitieron á Morgan y Compañía la pro- 
piedad de los bonos, ó sí, siendo los tomadores simples 
comisionistas, la propiedad de aquéllos no se les había 
aún transmitido. 

Creo innecesario tratar este punto, (que por otra par- 
te no juzgó de difícil solución, teniendo por base que la 
casa Morgan ha comprado y pagado títulos del emprés- 
tito mexicano) creo por demás tratarlo, digo, porque des- 
de el momento que* un juez ó tribunal de Norte Améri- 
ca, ha expedido orden de embargo sobre valores mexi- 
canos, existentes ó no, verdaderos ó ficticios, surge la 
otra cuestión que desde un principio indiqué, y que aho- 
ra me propongo dilucidar, á saber: ¿Puede un tribunal 
extranjero embargar bienes de una nación soberana, pa- 
ra hacer efectivas obligaciones reales ó supuestas de la 
misma nación, en favor de particulares? 

En materia de procedimientos, pasa por un axioma 
que ha sido elevado á la categoría de ley, que la juris- 
dicción que ha conocido de un asunto, está autorizada 
para llevar á efecto su sentencia; así es que, por regla ge- 
neral, corresponde á los tribunales velar porque sus reso- 
luciones produzcan dehecholos efectos que son consiguien- 
tes, á fin de que no queden reducidas á vanas fórmulas, 
sin resultado en el terreno práctico, lo cual, no sólo ce- 
dería en desprestigio del poder judicial, sino que haría 
inútil una institución tan benéfica como la de los tribu- 
nales de Justicia. Refiriéndose á esto el célebre Henrriori 
de Pansey, ha dicho: ¿qué viene á ser una sentencia sin 
ios medios de ejecución? Un simple consejo, siempre des- 
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preciado por aquél cuyos intereses lastima. Esta reflexión 
se han hecho todos los legisladores, todos han unido el 
poder á la jurisdicción. Tal unión es la que constituye la 
autoridad judicial, ó lo que es lo mismo, el mixtmn ¿m- 
perium de los Romanos. Pero este apotegma, incontro- 
vertible cuando se trata de asuntos de particular á parti- 
cular, traería graves inconvenientes, produciría un verda- 
dero caos en la administración pública, si se aplicara á 
aquellos casos, en que el obligado lo es un municipio, 
una provincia, una nación ó un Esta «o. 

La grande y esencialísima diferencia que existe entre 
estas entidades morales y una persona física; las diversas 
condiciones de su existencia; el diferente fin que persi- 
guen; la diversidad de medios de que disponen; el campo 
tan distinto en que se desarrolla su acción; todo contribu- 
ye á que las reglas de procedimiento aplicables en un ca- 
so, sean en absoluto diversas de las que han de observar- 
se en el otro. 

Una entidad moral, si bien es susceptible de tener 
derechos, (al menos así se les llama) estos derechos nada 
tienen de común con los derechos de los particulares. 
Tratándose de aquellas entidades jurídicas, los pretendi- 
dos derechos, ya lo hemos dicho, vienen á ser cargas, y 
cargas ineludibles, como que constituyen los medios indis- 
pensables de llenar su misión. No sucede así con las per- 
sonas privadas, pues sus derechos son absolutos, y como 
verdadera y propiamente derechos, pueden hacerlos ob- 
jeto de las más libres y espontáneas estipulaciones, pue- 
den hasta renunciarlos. 

De aquí nace una grande diferencia en los derechos 
de los acreedores. 

Si el obligado es un particular, como éste tiene la li- 
l)re disposición de sus bienes, los acreedores también la 
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tienen; pueden, en consecuencia, proceder contra esos 
bienes, embargarlos, hacerlos vender y exigir que se les 
pague con su precio. No así, tratándose de los munici- 
pios, de las provincias, del Estado cuya propiedad se har 
Ha de tal manera vinculada y sus derechos de tal modo 
restringidos, que no pueden dar un paso sin sujetarse á 
prevenciones especiales, que los ligan, que los encadenan 
en todos sus actos. 

El acreedor, pues, de estas entidades, sabe perfecta- 
mente, desde el momento mismo en que contrata, á qué 
restricciones queda sujeto el ejercicio de sus derechos, 
siendo una de ellas, sin duda la más transcendental, que 
los tribunales, si bien facultados para declarar él dere^ 
cho^ en la forma y con las ritualidades que cada nación 
ha establecido en ejercicio de su poder soberano, no pue- 
den de ninguna manera emplear los medios de apremio 
para llevar á efecto sus decisiones. Las vías de ejecución 
forzada, que tratándose de particular á particular, son un 
complemento de la jurisdicción, vienen á ser inadecua- 
das, no pueden tener lugar, cuando se trata de aquellos 
cuerpos morales cuya naturaleza y condiciones de exis- 
tencia, son del todo diferentes á las de los individuos. 

Todas las leyes de las naciones cultas han consignado 

este principio. 

No seria propio de los estrechos límites del presente 

estudio, transcribir las leyes españolas que prohibieron 
embargar los bienes de los pueblos y de la Corona; pero 
me permitiré citar, á este respecto, loque enseñan los 
autores de la Enciclopedia española de Derecho y Ad- 
ministración. 

He aquí sus palabras: 

€¿Es nuevo, es inusitado en España, que por deudas 
de la administración no pueda procederse ejecutivamen- 
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te? Desde luego diremos que, cuando se trata de la alta 
administración, de la central del Estado, no creemos que 
á nadie le haya ocurrido que debía procederse ejecutiva- 
mente contra ella por los tribunales. » 

lY no será por falta de ocasión, porque demasiado 
sabido es, generalmente, que en los grandes conflictos 
porque ha pasado el pais, en los ahogos del Tesoro, en la 
imposibilidad de cubrir todas las atenciones públicas que 
pesaban sobre el Estado, ha habido repetidas y desgra- 
ciadas épocas en que no se han podido satisfacer obliga- 
ciones muy sagradas, ni los intereses de la deuda del Es- 
tado, ni con regularidad los sueldos de los empleados pú- 
blicos. Al contrario, quedando en descubierto por estas 
diferentes clases de obligaciones, sumas considerables, 
cuando se ha vuelto otra vez á la regularidad y al orden, 
se les ha satisfecho con valores que tenían en el mercado 
un precio bastante inferior al crédito que extinguían. » 

Y entre esas obligaciones había algunas que tenían 
rentas ó bienes públicos hipotecados á su satisfacción. Sin 
embargo, en medio de las angustias en que vivieron cons- 
tituidos muchos que, á pesar de los capitales á que eran 
acreedores, se veían reducidos hasta la indigencia, por 
no cumplir el Estado con el reintegro de lo recibido, • ó 
con el pago de los intereses estipulados, ninguno pedía 
EJECUTIVAMENTE contra el Tesoro, ni aun contra las ren- 
tas especialmente hipotecadas al pago, y se hubiera teni-^ 
do por poco avisado, ó por mal dirigido, al que por tan 
extraviado camino se propusiera llegar al término apete- 
cido.» Tom. IX, pág. 118. 

Y para no referirme sino á nuestras leyes patrias, só- 
lo mencionaré la orden de 3 de Julio de 1828, que prohi- 
bió á los tribunales decretar apremios, y dar órdenes de 
pago contra el Erario, aun á título de devolución; y la 
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ley de 17 de Abril de l850, que si bien concedió á los 
tribunales ^ de la federación, la facultad de declarar el 
derecho de las partes con sujeción á las leyes que 
arreglan la administración publica^ puso en su artí- 
• culo segundo la siguiente limitación: *La Corte de Justi- 
cia no puede despachar mandamientos de ejecución, ni 
dictar providencias de embargo, contra los caudales ó 
rentas públicas. Cuando de su decisión se siga que deba 
> hacer un pago el Gobierno, éste lo verificará, si cabe en 
el presupuesto, y en caso contrario, ó cuando íaltaren 
fondos, dará inmediatamente cuenta á las Cámaras para 
que los proporcionen;» prevención que la misma ley hizo 
extensiva en su artículo 4'' á los juzgados de Distrito y 
Tribunales de Circuito. 

El insigne Sr. Vallarta, que en su voto en el negocio 
. Fontecilla trata esta materia con la lucidez, abundancia 
. de doctrina y rigor lógico que distinguieron todos sus es- 
.critos, estima que la supradicha ley debe considerarse 
como vigente, y aun como concordante y reglamentaria 
de nuestra actual Constitución política, pues ésta reco- 
noce y sanciona idénticos preceptos que los que sancio- 
naba y reconocía la Constitución de 1824, para cuya ob- 
servancia y mejor cumplimiento fué expedida la mencio- 
nada lev. 

Esos preceptos son los contenidos en las fracciones 
Vn, (frac. VI., letra A reformada,) y VIH del artículo 72 
de la Constitución de 1857, según los cuales, el Congre- 
so de la Unión, (hoy la Cámara de diputados,) tiene fa- 
cultad para aprobar el presupuesto anual de gastos de la 
Federación, así como para «dar bases bajo las cuales el 
ejecutivo puede celebrar empréstitos sobre el crédito de 
-la nación; para aprobar esos mismos empréstitos, y pa- 
ra reconocer y mandar pagar la deuda nacional.» 
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cLa lógica sola, dice el esclarecido jurisconsulto á 
quien acabo de referirme, sin necesidad de ley alguna, de- 
duce estas consecuencias de estos preceptos: luego, los 
tribunales no pueden alterar los presupuestos, incluyen- 
do en el de egresos, pagos ó devoluciones que no auto- 
riza ninguna de sus partidas: luego, los tribunales no pue- 
den mandar pagar^ ni toda, ni siquiera una parte de 
la deuda nacional, sin que el Congreso así lo disponga, 
después de calcular si ese pago es compatible con la re- 
tribución de otros servicios que ningún país culto puede 
posponer a otras atenciones; después de saber si el pue- 
blo está en condiciones de soportar el recargo en el im- 
puesto que se necesita para que el erario tenga fondos 
de que pagar. » 

Ahora bien; si los tribunales 4|ue la misma nación ha 
constituido en uso de su soberanía, no pueden, en nin- 
gún caso, dictar mandamiento de embargo contra los fon- 
dos públicos, ¿cómo podría hacerlo un tribunal extranje- 
ro, sin convertir en un caos la administración pública, sin 
constituirse arbitro de los destinos del Estado, sin herir 
de muerte su soberanía? 

¿Cómo podría llamarse independiente y soberana una 
nación, si un juez extranjero pudiese en un momento 
dado, mediante un mandamiento de embargo, paralizar 
la marcha administrativa, desnivelar los presupuestos, 
arrebatar al gobierno los fondos con que cuenta, fondos 
tanto más sagrados, cuan^to que ellos se destinan á cubrir 
las más ingentes é imperiosas necesidades? 

Sería superfino que me extendiera más en demostrar 
una tesis que no sólo está confirmada por los usos de las 
naciones, y por ejecutorias de los más respetables tribu- 
nales, sino que cuenta con la opinión unánime de los tra- 
tadistas. 
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Y para no pecar de difuso, me limitaré á citar á este 
respecto, la opinión del mismo Laurent, á quien no ha 
mucho tuve que combatir, cuando me ocupaba en la ju- 
risdicción ejercida por un tribunal extranjero; pero que, 
en este punto, al referirse al embargo de bienes pertene- 
cientes á un gobierno, está de acuerdo con todos los pu- 
blicistas en sostener, que la soberanía de un Estado jamás 
puede permitir que un tribunal, ni propio ni extraño, 
pueda usar de las vías de ejecución forzada para hacerle 
cumplir sus obligaciones. 

Transcribiré sus palabras textuales: 
«He hecho constar que, según una jurisprudencia 
unánime é incontestable, las sentencias pronunciadas 
contra el Estado, los comunes ó un establecimiento pú- 
blico, no pueden ejecutarse sobre bienes del Estado y 
de las personas civiles por la vía del embargo, y que, por 
consiguiente, ningún secuestro puede practicarse en los 
créditos que les pertenecen. Como lo dice muy bien la 
Corte de Casación, la liquidación; la verificación, el pago 
de los créditos á cargo del Estado, se hacen según sus le- 
yes especiales y por la vía administrativa. Las vías or- 
dinarias de ejecución son incompatibles con la gestión del 
patrimonio que pertenece á las personas civiles públicas, 
y principalmente al Estado. Aquí el derecho público do- 
mina necesariamente al derecho civil, pues se halla de 
por medio la independencia de los poderes públicos; las 
decisiones de los tribunales no pueden turbar el régimen 
hacendarlo del Estado, embargando bienes ó valores que 
forman parte de su capital ó de sus rentas Si es así en 
lo que se refiere á su régimen interior, entre el Estado y 
sus acreedores, debe serlo igualmente cuando se trata de 
las relaciones entre el Estado y sus acreedores extr mje- 
ros; éstos, al tratar con un Estado, saben que no pueden 
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hacer valer sus derechos por las vías ordinarias del em- 
bargo y de la ejecución; se someten á las lentitudes admi- 
nistrativas, y si hay lugar, aun á las crisis hacendarlas 
del Estado con quien contratan pero ninguna ju- 
risdicción, ni nacional ni extranjera, puede atentar 
contra la soberanía del Estado deudor; sería violarla pro^ 
nunciar la validez de los embargos, cuando, según el 
derecho público del Estado, ningún embargo puede prac- 
ticarse: aquí la independencia del poder soberano tiene á 
raya (en échec) el derecho del acreedor. » Droit.civ. ínter, 
tom. 3^ núm. 51, págs. 88 y 89. 

Tal es el principio que rige toda esta materia; princi- 
pio salvador de la soberanía y existencia misma de los 
Estados; principio, en fin, consagrado por todas las na- 
ciones civilizadas, como base de la armonía y el orden 
que son condiciones de vida de las sociedades humanas. 

Resumiendo lo expuesto, creo haber demostrado con 
los principales elementos de la ciencia jurídica, como son 
los principios, las doctrinas y las ejecutorias, que ningún; 
tribunal norteamericano ha podido avocarse el conocí- 
miento de las reclamaciones de John G. Hassard, y que 
el embargo decretado sobre valores mexicanos, existentes • 
ó no en poder de J. P. Morgan y Comp., es de todo punto, 
contrario al Derecho internacional. 

* 

Señores: 

No terminaré un estudio que, necesariamente, tuvo 
que ser improvisado para seí oportuno, sin expresar mi 
gratitud á esta sabia Corporación que se ha dignado es- 
cucharlo. Cabe á tan benemérita Sociedad. la gloria de 
que^ en su ya larga existencia, jamás ha brotado asurito 
d^ traa3c^.:xl3ntal i'.l^réi parí la patria, sin q"0 hayu 
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puesto poderoso contingente en su defensa. Apoyado 
en esta tradición, me atreví á presentarle este estudio en 
momentos en que la opinión se preocupaba hondamente 
por el suceso que ha servido de base á este trabajo. 

Dígnese, pues, aceptarlo la meritísima asociación, or- 
namento de la historia de las ciencias en México; y en 
su calidad de Corporación oficial, acepte asimismo mi 
calurosa felicitación al insigne caudillo de la paz, que ha 
realizado, entre otros hechos admirables, el del espléndi- 
do triunfo de nuestro crédito hacendario. La última ope- 
ración económica, será una de las páginas inmortales de 
su ilustre vida, porque es el testimonio que da Europa de 
su alta confianza en la habilidad y sabiduría del Presi- 
denteMe México, piedra angular de nuestro progreso y 
garantía suprema de nuestro porvenir. 

México,24 de Julio de 1899. 
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